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La extracción del “nuevo oro”  en Entre Ríos
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Introducción
La economía de la provincia de Entre Ríos tiene su base 

en la extracción y producción de materias primas, siendo sus 
principales actividades productivas la agricultura y la ganade-
ría -con una gran concentración de la propiedad de la tierra- y 
la minería. A ellas se encuentran asociadas diversas industrias.

En lo que refiere al sector minero, se concentra en la pro-
vincia la extracción en yacimientos, canteras o del lecho de los 
ríos: arenas silíceas, canto rodado, basaltos, arcillas, conchillas, 
calcretes y yesos. Puntualmente, la riqueza que se tiene en 
nuestro territorio de distintos tipos de arenas es altamente 
requeridas por actividades extractivas -como el fracking- u 
otras actividades -como la construcción- o industrias -como 
la del vidrio-. 

La razón de la abundancia de este tipo de materiales tiene 
estricta relación con los antecedentes de ingreso del mar en 
nuestro espacio, en la era geológica del Holoceno, dentro del 
Cuaternario del Cenozoico. Sin embargo, la extracción de are-
na es una de las actividades que mayor presión ejercen sobre 
los ecosistemas fluviales y colaboran en el rápido declive de 
la biodiversidad asociada. Los informes y estudios científicos 
que detallan los impactos ambientales y sociales negativos  
son cada vez más contundentes.

En este informe haremos hincapié en la extracción de are-
nas silíceas que tiene como destino una de las reservas de 
hidrocarburo no convencional más importantes del mundo, 
denominado Vaca Muerta. Se trata de la principal formación 
geológica de Argentina de shale oil o petróleo de esquisito y 
shale gas o gas de lutita que se extrae mediante la técnica de 
fractura hidráulica o fracking. 
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La fractura 
hidráulica o fracking 

Durante las primeras décadas del nuevo milenio, América Latina atravesó un proceso denominado 
boom de los commodities, un momento en el que los precios internacionales de los productos prima-
rios y su demanda aumentaron considerablemente (minerales, hidrocarburos, agricultura y ganadería), 
generando condiciones económicamente atractivas para la exportación (Svampa, 2019). Este proceso 
trajo como consecuencia que gobiernos nacionales y provinciales impulsaran la explotación de recur-
sos naturales a gran escala provocando una creciente conflictividad socioambiental en los territorios.

Argentina se ubica entre los países con mayores reservas de hidrocarburos no convencionales a 
nivel global (tercer país con mayores reservas de shale gas y cuarto de shale oil) que se alojan princi-
palmente en la Formación Vaca Muerta, la cual posee una extensión de 30 mil kilómetros cuadrados y 
abarca cuatro provincias: Neuquén, Mendoza, Río Negro y, en menor medida, La Pampa. 

En 2011, ante un escenario de declinación de pozos convencionales y crisis energética, el Estado nacio-
nal y gobiernos subnacionales impulsaron juntamente con firmas petroleras emprendimientos extracti-
vos de hidrocarburos mediante la técnica de fractura hidráulica o fracking en el megayacimiento de Vaca 
Muerta, consolidando y expandiendo la frontera energética hacia territorios fértiles (como el Alto Valle) o 
explotar yacimientos inaccesibles años atrás. Desde entonces, la producción no convencional no se detu-
vo y pasó de representar el 4% de la producción total de gas en 2011 al 42% en 2019.  En el caso del petróleo, 
pasó del 0,4% en 2011 al 25% en 2019. No obstante ello, como grafican los cuadros Nº1 y Nº2, las inversiones 
y desarrollo puesto en Vaca Muerta aún no significa un crecimiento en la producción total de hidrocarbu-
ros, sino que está amortiguando la caída de las cuencas convencionales (ver cuadro Nº1 y Nº2).

Cuadro Nº1. Producción anual de petróleo por tipo 2011-2019

Convencional No Convencional
TotalProducción % del total Shale oil Tight Oil Producción % del total

2011 32394 100 64 81 145 0,4 32.539

2012 32070 99 164 141 306 1 32.376

2013 31196 98 394 165 559 2 31.755

2014 30187 96 967 157 1.123 4 31.310

2015 29833 95 1328 210 1.537 5 31.370

2016 28106 93 1.733 335 2068 7 30.174

2017 25719 91 2.177 432 2.609 9 28328

2018 25093 87 3.313 507 3821 13 28914

2019 24069 81 5.261 457 75718 19 29787

2020 21330 75 6588 367 6.955 25 28285

Var % 2020-2011 -34% -24% 10220% 351% 4690% 5411% -13%
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Cuadro Nº2. Producción anual de gas por tipo 2011-2019

Convencional No Convencional
Total

Producción % del total Shale oil Tight Oil Producción % del total

2011 43.668 96 27 1.833 1.860 4 45.528

2012 41.695 94 78 2.350 2.429 6 44.123

2013 38.727 93 190 2.792 2.982 7 41.708

2014 36.504 88 533 4.450 4.983 12 41.487

2015 35.466 83 1163 6.274 7.437 17 42.903

2016 34.736 77 1590 8.660 10.250 23 44.986

2017 32.644 73 2290 9.686 11.977 27 44.620

2018 30.340 65 6753 9.926 16.680 35 47.020

2019 28.890 59 11540 8.950 20.490 41 49.380

2020 26.230 58 10980 7.920 18.900 42 45.130

Var % 2020-2011 -39,90% -39,40% 40381% 332% 916% -0,90%

La explotación de estos recursos adquiere una relevancia estratégica para la matriz energética na-
cional, la cual depende en un 87% de energías fósiles, 54% del gas natural, 31% del petróleo y 1% de car-
bón mineral, al tiempo que permite atraer inversiones y exportar el excedente. 

No obstante, los cuestionamientos socioambientales hacia la industria hidrocarburífera son cada 
vez más potentes en un contexto de cambio ambiental global y compromisos asumidos por el Estado 
nacional para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero (Crutzen y Stoermer, 2000; Svampa, 
2019, MAyDS 2020). 

“La fractura hidráulica o fracking es una técnica experimental por la cual se logra extraer el gas o 
el crudo atrapado en las rocas desde hace millones de años. Consiste en la inyección a altas presiones 
de agua, arena y productos químicos a las formaciones rocosas ricas en hidrocarburos, a fin de incre-
mentar su permeabilidad y, con ello, mejorar la extracción de los mismos” (D’Elia, Eduardo y Ochandio, 
Roberto - 20 mitos y realidades del fracking). 

Particularmente, constituye una técnica económicamente más costosa en capital y ambientalmen-
te más dañina que la convencional. Entre los tópicos sanitarios y ambientales más relevantes que se 
registran en la literatura se encuentra: 1) el aumento de la actividad sísmica, 2) utilización de productos 
químicos como el naftaleno, el metano y el ácido fórmico, 3) contaminación del aire y mayores emisio-
nes, y 4) disposición final del “agua de retorno”- flowback - y residuos peligrosos (Stevens, 2013, Heikkila 
et al, 2017). 

En efecto, quienes se oponen al fracking acuden a acciones de protesta, litigio judicial y procesos 
institucionales para exigir leyes de prohibición o restricción que impidan esta práctica en sus territorios 
(Novas, 2018). A nivel global, las respuestas estatales han sido diversas, y es posible observar políticas 
públicas que van desde la promoción de la actividad hasta su prohibición total. 

Los estados que más han promocionado la actividad no convencional, a través de subsidios e in-
centivos fiscales, son Estados Unidos, Canadá, China y Argentina. Mientras que, en el polo opuesto, se 
encuentran los países que han prohibido la actividad en todo su territorio, como Francia (2011), Bulgaria 
(2012), Italia (2012) y España (2021), entre otros. El fundamento principal de estas normativas se sustenta 
en el principio precautorio y las implicancias negativas de la técnica en el suelo, el aire y el agua. Asimis-
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mo, se encuentran los Estados que han determinado moratorias, es decir aquellos Estados que deciden 
postergar su aplicación hasta tanto no exista evidencia científica y empírica de los efectos que provoca, 
aquí podríamos mencionar los casos de Alemania (2014), Costa Rica (2016), Uruguay (2017), Reino Unido 
(2019). Y por último, en los países federales ocurre que las provincias, al poseer el dominio de los recursos 
naturales, legislan sobre estas técnicas. En este sentido la provincia de Entre Ríos (2017), Santa Fe (2017), 
el estado de Quebec en Canadá o estados como el de Nueva York dictaminaron su prohibición dentro 
de su jurisdicción a pesar de ser promocionado a nivel nacional. 

Tabla Nº3 Gradiente de políticas públicas sobre el fracking a nivel global (2011-2021)

Promoción Moratoria Prohibición Restricción territorial

Estados Unidos, 
Argentina, China, 
Canadá

Alemania (2014)
Costa Rica (2016)
Uruguay (2017)
Reino Unido (2019),

Francia (2011)
Bulgaria (2012), Italia (2012)
España (2021)

Entre Ríos (2017), Santa 
Fe, Estado de Paraná, 
Quebec, Nueva York, 
Maryland,

Las arenas silíceas resultan un insumo esencial para una de las etapas de la actividad extractiva 
puesto que “(...) los pozos comienzan a perforarse verticalmente, tal como en yacimientos convencio-
nales. A relativamente poca profundidad, se atraviesan formaciones de agua dulce, las que se aíslan 
mediante cañerías de acero ‘sostenidas’ a las paredes del pozo con cemento. Una vez aisladas estas 
formaciones, se continúa perforando hasta llegar a un punto de inflexión denominado KOP (kick-off 
point), en donde la perforación, en la mayoría de los casos, deja de ser vertical. (...) Esta perforación, 
vertical, inclinada u horizontal dentro del shale, permite maximizar el contacto con esta roca, rica en 
hidrocarburos, pero de muy baja permeabilidad. Una vez realizada la perforación, se introduce otra 
cañería hasta el final del pozo y se inyecta cemento en el espacio anular existente entre las paredes 
del pozo y las propias cañerías. (...) El paso siguiente es punzar la cañería de entubación para per-
mitir la comunicación con la formación rocosa. La operación se realiza mediante cargas explosivas 
transportadas hasta el fondo del pozo mediante un ‘cañon’ de punzamiento. Las explosiones abren 
agujeros en la cañería, penetrando la cementación y la formación rocosa. (...) Sin embargo esto no es 
suficiente para permitir la extracción del hidrocarburo de un pozo no convencional dado que la roca 
tiene muy baja permeabilidad y no permite el flujo de gas o petróleo. Además de punzar la cañería, 
es necesario, ahora, fracturar la roca. Para ello, se inyectan en el pozo grandes volúmenes de agua a 
alta presión con arena y productos químicos, que buscan salida a través de los punzados y hacen que 
la roca se fracture en millones de partes. Estas fracturas se abren gracias a la gran presión ejercida 
y a la ayuda de los productos químicos utilizados. Para que las fracturas sigan abiertas una vez que 
la presión vuelva a la normalidad, la arena o material de sostén se aloja dentro de las grietas y evitan 
que se cierren. (...) Cada zona de fractura puede requerir hasta tres horas de bombeo continua a alta 
presión para inyectar el volumen requerido.” (Ibídem).

Por esta razón es que la arena se ha convertido en el nuevo oro, tal como lo afirmaba el Wall Street 
Journal en diciembre de 2013, desplazando como principales compradoras del mineral a las industrias 
del vidrio y otros productos de consumo que contienen vidrio. Esto implica que, para controlar los cos-
tos por pozos por el boom de la extracción de arena silícea para fracking, desde hace algo menos de 
diez años las mismas empresas que llevan a cabo la actividad se han volcado hacia la extracción de este 
mineral también. 

A pesar de que Entre Ríos fue la primera provincia que prohibió el fracking es la mayor proveedora 
de arenas silíceas para la realización de una actividad altamente nociva para el ambiente y la salud 
humana. Además, oculta información a la población afectada en una clara connivencia con empresas 
privadas y Estados en sus distintos niveles. 
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Por ello, desde Fundación CAUCE, en colaboración con otras organizaciones de la sociedad civil, 
comunidades, profesionales y personas interesadas en la temática, hemos emprendido un proceso 
de monitoreo de esta actividad, incidiendo en los procesos de evaluación de impacto ambiental de las 
principales canteras, plantas de tratamiento y extracciones de lecho de río. En nuestro hacer, iniciamos 
acciones administrativas y judiciales, difundimos los impactos sociales y ambientales y promovemos el 
acceso a la información pública y la participación ciudadana de quienes habitamos los territorios. 

“A pesar de que Entre Ríos fue la primera provincia que 

prohibió el fracking o fractura hidráulica para la extracción 

de hidrocarburos, es la mayor proveedora de arenas silíceas”.

Emprendimiento arenero en Islas del Ibicuy  
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LA EXTRACCIÓN DE 
ARENAS SILÍCEAS
    La extracción en números…

Según expresa el periodista Mempo Giardinelli, la actividad extractiva de arenas silíceas está vinculada, 
de igual manera que la Hidrovía Paraná-Paraguay, con la cuestión de la soberanía del río. En una nota en 
Página 12, indica que “(…) hasta ahora, el mejor tipo de arena apta para esta técnica es la que se extrae en 
Entre Ríos. Y si Vaca Muerta alcanza el desarrollo planificado, va a necesitar unos 8 millones de toneladas 
por año. La magnitud y el potencial de extracción y comercialización de esta arena es incalculable.”1

Según datos periodísticos de febrero de 2020, “desde que irrumpió en el mercado de las arenas silíceas, 
hace cinco años, Entre Ríos ya comercializó un millón y medio de toneladas y se posicionó como la principal 
proveedora del país. Su mayor cliente es el yacimiento Vaca Muerta, explotado por YPF, que usa el mineral 
entrerriano para la fractura hidráulica y otras actividades tendientes a la extracción de hidrocarburos. A me-
diados del año pasado, según datos de la Universidad Nacional de la Patagonia, Entre Ríos aportaba el 50 
por ciento de la arena utilizada en Vaca Muerta y actualmente se estima que suministra el 80 por ciento del 
mineral cuya extracción y procesamiento, en razón de los planes de desarrollo del yacimiento estatal, consti-
tuye una atractiva oportunidad de negocios. Chubut fue la primera provincia en activar la extracción y lideró 
el mercado, pero desde 2016 comenzó a ser desplazada por Entre Ríos y finalmente perdió la pulseada. El año 
pasado, el negocio de las arenas silíceas facturó en Argentina 220 millones de dólares y se espera que esa cifra 
se triplique para 2021. La abundancia del recurso, las ventajas logísticas y el pago de un canon ínfimo permi-
tieron a Entre Ríos fijar un precio sustancialmente más bajo que sus competidores chubutenses.”2

Estos datos se encuentran corroborados por datos oficiales publicados en octubre de 2019 en un 
informe titulado “PANORAMA DE MERCADO DE ROCAS Y MINERALES INDUSTRIALES - ARENAS PARA 
FRACKING”3 por parte de la Dirección de Gestión de Servicios y Prestaciones Complementarias de la 
Minería. Dirección Nacional de Cadena de Valor Minera Subsecretaría de Desarrollo Minero, del enton-
ces Ministerio de Producción de la Nación: “No es posible conocer qué proporción de la producción 
se destina a la explotación de petróleo no convencional y qué proporción se deriva a usos más tradi-
cionales, pero se estima que el 75% del total de la producción nacional corresponde a la provincia de 
Entre Ríos y el porcentaje remanente a Chubut. La provincia de Entre Ríos ha sido y continúa siendo 
la provincia que encabeza la producción nacional de arenas para fracking. Cuenta con 8 empresas de 
las cuales una, Cattorini Hnos., vinculada a Rigolleau, destina la totalidad de su producción a la elabo-
ración de vidrios y cristales. La producción de esta empresa representaba en 2018 menos de un 1% del 
total provincial. Aunque Compañía Minera La Porfia S.A., Arenas Argentinas del Paraná S.A. (Jan de Nul 
Group) y Qsand S.A. están recientemente inscriptas en la provincia, aún no tienen producción propia. 
Las empresas que efectivamente producen son Cristamine S.A., Aresil S.A., San Marcos Trading S.A: y 
Maiztegui Luis Roman S.A.”. Así las cosas, se destaca en el informe que “la producción efectiva hasta 
2018 de arenas silíceas está circunscripta a Entre Ríos en primer lugar, secundada por Chubut. En los 

1  https://www.pagina12.com.ar/342579-informe-necesario-sobre-las-arenas-del-parana

2  https://www.eldiario.com.ar/5491-es-de-entre-rios-el-80-de-la-arena-usada-en-vaca-muerta/ 

3 http://cauceecologico.org/wp-content/uploads/2022/06/ARENAS_PARA_FRACKING_vf3.pdf 
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dos últimos años, 2017 y 2018, del total de producción de arenas silíceas un 74% corresponde a Entre 
Ríos y el 26% a Chubut”.

Tabla V Producción de arenas silíceas: 2008-2018 

Gráfico 3 Evolución de la producción nacional 2001-2018 del INFORME DE NACIÓN 

El informe generado por el Ministerio de Energía tiene por objetivo evaluar distintos escenarios de evolución 
de la matriz energética argentina para los años 2016-2030.A continuación algunos datos que resultan de interés:  

•	 La cantidad de pozos productivos a realizarse sería de 3.800 para el período 2019-2030. 
•	 Para proyectar la producción de hidrocarburos no convencionales para 2019-2030 se tomaron en 

cuenta perfiles de producción de pozos tipo shale gas, tight gas y shale oil. No se consideró un per-
fil para tight oil ya que actualmente no existe producción considerable desde roca reservorio y se 
espera que el desarrollo futuro se vuelque primordialmente al shale. 

•	 Se espera una curva de aprendizaje que incremente la cantidad de fracturas por pozo, de manera 
que los pozos a futuro serían más productivos, y por lo tanto, serían necesarios menos pozos para 
obtener el mismo volumen total de producción. 

Al referirse a la cantidad de toneladas de arenas que se utilizan en cada pozo, el informe -que, ade-
más, indica que YPF adujo que se utilizaban entre 6000 y 7000 tn por pozo-, establece: “La arena de 
fractura es un insumo clave en el proceso no convencional de hidrocarburos, se estima que cada per-
foración horizontal utiliza alrededor de 5.000 bolsas de arena por fractura (aproximadamente 250 tn). 
Aunque la utilización de arena por pozo es variable, porque depende de las etapas de fractura que se 
realizan, la cantidad de arena considerada por pozo es de 4700 tn, que es una medida conservadora en 
relación a otras fuentes”.
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Sin embargo, los datos sorprenden en un informe elaborado por Observatorio Petrolero Sur en el 
que se detalla que la cantidad de toneladas utilizada es considerablemente mayor:  “(…) cada pozo de 
shale – de unas 50 fracturas – requiere unas 15 mil toneladas (representan más del 15% del costo total) 
que son mezcladas con miles de litros de químicos y más de 90 millones de litros de agua e inyectadas 
a alta presión. Cumplen la función de agente sostén (se acumulan en las grietas) y brindan porosidad a 
la fractura, permitiendo que el hidrocarburo fluya.”4

Estos datos oficiales confirman que el “boom” de la extracción y procesamiento de arenas silíceas en 
nuestra provincia se debe al fracking que se desarrolla en nuestro país. Por tanto, es de esperar que, a 
mayor producción en formación no convencionales, mayor será la demanda y la atención puesta en la 
minería de arena.  Es decir: más presión y explotación de los territorios que poseen canteras de arenas 
aptas para el fracking.

La Secretaría de Comunicación de la Provincia de Entre Ríos aludía en abril de 2013 que: “Según datos 
suministrados por el Ministerio de Producción, a través de la Dirección de Minería, durante 2012 se ex-
trajeron 10.621.873 toneladas. Esta cifra es la más alta de los últimos 15 años, y supera en más de 250.000 
toneladas al mayor registro observado en el 2008. Este crecimiento se debe al ritmo sostenido de obra 
pública en la provincia. (…)Conforme a los registros obrantes en la Dirección, Tomas indicó que “esta cifra 
es la más alta de los últimos 15 años superando en más de 250.000 toneladas el registro del año 2008”. 
Dadas las características de los minerales y rocas que conforman la oferta minera de Entre Ríos, Tomas 
sostuvo que “este crecimiento se debe indudablemente al ritmo sostenido de obra pública como au-
topistas, rutas, caminos rurales, hospitales, escuelas y la reactivación de la construcción privada, impul-
sando la mayor extracción de arenas para construcción, yeso, piedra partida y ripio.” 5

Según números de la Secretaría de Minería, haciendo la comparación con 2012 (año récord en ex-
tracción minera) se extrajeron 521.268 toneladas de arenas silíceas, contra 350.717 que se extraían en 
2004, alcanzando 399.481 tn en 2011 y 3.739.668 toneladas en 2019.

Es decir, se extrajo siete veces más arenas silíceas en un plazo de 5 años 
en los que la evolución fue creciendo de la siguiente manera (datos apor-
tados el 26/7/2021):

En 2018 (según respuesta de la Secretaría de Minería) la estadística arrojó 
que la producción de arenas silíceas en la provincia fue de 1.108.425 tn de 
un total de 11.492.914 de tn de minerales extraídos. Es decir, un 9.64% son 
arenas silíceas. Y, si bien no contamos con el dato sobre la producción total 
de minerales en la provincia, pudimos obtener que, para 2019, se extrajeron 
10.819.994 de tn de arenas para construcción. Es decir, del total de las arenas 
que se extraen en la provincia el 25,68 % corresponde a arenas silíceas. 

Sin embargo, quizás estos números no están mostrando la cruda reali-
dad que se vive en la provincia en materia de extracción y procesamiento 
de arenas silíceas ya que no se poseen datos concretos sobre la producción 
de cada una de las empresas que se dedican a esta actividad.; únicamente 
podemos obtener los datos de los Estudios de Impacto Ambiental, pero no 
podemos saber si, efectivamente, esas son las cantidades que se están extrayendo, ya que los controles 
e inspecciones en los territorios son escasos “teniendo en cuenta los recursos económicos como hu-
manos disponibles”, según se puede leer en la respuesta recibida por parte del Secretario de Minería, 
Leiva Chavez, en  julio de 2021.

4   https://opsur.org.ar/2022/03/04/mineria-y-fracking-la-frontera-de-vaca-muerta-se-extiende-a-rio-negro/  

5   https://noticias.entrerios.gov.ar/notas/el-2012-fue-ao-rcord-en-produccin-minera-en-entre-ros-34543.htm

2012 521.268 tn.

2013 562.678 tn.

2014 576.745 tn.

2015 985.623 tn.

2016 719.617 tn.

2017 763.150 tn.

2018 1.108.425 tn.

2019 3.739.668 tn.
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 Desde OPSur indican que: “En 2019 las empresas que operan en Vaca Muerta utilizaron 1.403.624 
toneladas, según lo declarado en el Cap IV de la Secretaría de Energía de la Nación, y se proyecta que 
la demanda llegue a los dos millones de toneladas anuales para 2022. Esto equivale a unos 45 mil ca-
miones, que transportarán las arenas desde las costas entrerrianas del río Paraná, también Gaiman, en 
Chubut, y de las nuevas canteras rionegrinas. Cada camión está habilitado a transportar 45 toneladas.”.

Estos números llaman nuevamente nuestra atención pues, según la estadística de la Dirección de Mine-
ría de Entre Ríos, sólo de esta provincia se sacaron tres veces más toneladas de las que realmente se usaron. 
Entonces, surge la duda respecto de la verdad de los datos que se aportan tanto al gobierno nacional por 
parte de las empresas privadas y los que obtienen las autoridades provinciales para sus reportes. 

Las cifras mencionadas deberían ser comparadas con, por ejemplo, los valores de otras extracciones 
de arenas sobre el Paraná a los fines de referenciarlas en el contexto de extracción actual. En este sen-
tido, aquí se comparan dichas cifras con aquellas aportadas por dos conocidas areneras que operan en 
las cercanías de la ciudad de Paraná. Por ejemplo, la arenera Toma Nueva opera extrayendo un máximo 
de 4.000 m3/mes de arena (i.e. unas 72.000 t/año, aproximadamente; asumiendo, a groso modo, valo-
res de 1,5 t per m3 de arena). Arenera Farjat extrae un máximo de 1000 m3/mes i.e. unas 18.000 t/año, 
aproximadamente). En este sentido, la máxima extracción de arenas proyectada en Diamante superará 
4 veces el valor combinado de ambas areneras. (Martín Blettler y Luis Espinola - Informe extracción de 
arenas silíceas en el río Paraná medio. Estudio de impacto ambiental para la instalación de una planta 
de acondicionamiento de arena en Diamante, provincia de Entre Ríos – 21/12/2020).

Según el mismo informe de Minería de Nación, se redujo la importación de arenas por la producción 
y extracción local que se realizaba en un primer momento en Chubut, luego en Entre Ríos (actualmen-
te  ubicada en primer lugar) y, ahora, en Río Negro. A partir de estimaciones realizadas concluyen que, 
desde “la puesta en marcha de la explotación de hidrocarburos no convencional (junio de 2010 es la 
fecha del primer pozo shale fracturado hidráulicamente) la participación de la importación de arena 
para la industria petrolera y de servicios petroleros, respecto de otras industrias, ha crecido desde un 
46% en 2010, hasta un 93% en 2018. La explotación no convencional de petróleo y gas es el driver de la 
producción y, de manera más modesta, lo es también respecto de las importaciones, que realizan algu-
nas empresas de servicios hidrocarburíferos y operadoras en Vaca Muerta”.

Recientemente, la propia empresa YPF ha indicado a Télam que: “la producción total de hidrocarbu-
ros se mantuvo estable por primera vez luego de 5 años de caídas consecutivas. El trabajo que se realizó 
durante el año para optimizar la producción permitió cerrar el último trimestre con un incremento de 
casi 9% en petróleo y 12% en gas respecto de igual período en 2020”. Además, destacaron que: “La activi-
dad en los hidrocarburos no convencionales continuó mostrando excelentes resultados y actualmente 
representa más de un tercio de la producción consolidada de la compañía. La producción de crudo no 
convencional mostró un crecimiento del 62% en el último trimestre respecto a igual trimestre del año 
anterior, mientras que la producción de gas no convencional se duplicó en el mismo período. Adicional-
mente, en 2021 se completó el mayor número de pozos horizontales desde que comenzó el desarrollo 
de Vaca Muerta hace 10 años.

Todo esto indica un crecimiento aún mayor de la necesidad de extracción, procesamiento y utili-
zación de arenas silíceas; más en el actual contexto de tensión mundial por el conflicto entre Rusia y 
Ucrania, que tiene impactos en distintos sectores productivos y de servicios. Puntualmente, en Estados 
Unidos se ha generado una crisis de escasez de arenas silíceas por el aumento de la producción de hi-
drocarburos no convencionales con destino a Europa dado los bloqueos y sanciones a Rusia. 

Además, los datos que aporta la ciudadanía -de manera anónima- demuestra que la extracción de 
arenas se comienza a realizar de facto, sin las debidas habilitaciones. En varias ocasiones hemos detecta-
do que, algunas empresas, con sólo encontrarse inscriptas en el Registro Único de Actividades Mineras 
de ER, de manera provisoria, empiezan sus tareas. Ante la evidente falta de control de parte de las au-
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toridades competentes esta acción se perpetúa en el tiempo. Por ello, en una Solicitud de Acceso a la 
Información que realizamos consultamos específicamente sobre esta situación. Desde la Dirección de 
Minería, se negó rotundamente que esto sucediera y se indicó que “no constitu(ía) dicha inscripción una 
autorización para explotar”.

 Los nombres de quienes extraen…
A través de una solicitud de acceso a la información, contestada por la Secretaría de Ambiente en 

noviembre de 2019, (que es, hasta el momento, la respuesta más completa que hemos recibido) se 
conoció que:

1.  las empresas que contaban con CAA (en adelante, certificado de aptitud ambiental) eran:

Nombre de cantera Nro de 
expediente Titular Ubicación 

Fecha de 
emisión del 
CAA

Cantera 29 1.888.742 CATTORINI Hnos. 
SAIFEI Colonia Ensayo 11/05/2018

Comercializadora del 
Dique S.A. 1.896.016 Alejandro 

Hernán Rojas
Rio Gutierrez – Villa Para-
nacito 21/5/2018

Sistema en seco en dos 
lotes 1.5 y 1.8 ha 1.867.914 CATTORINI Hnos. 

SAIFEI Aldea Brasilera 21/11/2018

1.717.372 Miguel Pedro 
Tumbarello

Puerto Campichuelo, 
Colonia Elia 21/03/2018

Canal acceso Puerto 
Diamante 1.969.549 Oscar Alberto 

Lederhos Puerto Diamante 12/03/2019

2. las empresas que se dedican a la extracción que están en estado de evaluación (sin CAA) o 
cuentan con CAA vencido eran:  

Nombre de
cantera / 
Extracción de río

Nro de 
expediente Titular Ubicación Estado 

del  CAA

Fecha de 
vencimiento 
del CAA

1.677.947 CRISTAMINE S.A. Aldea 
Brasilera Vencido 18/08/2012

Arroyo yuquería 
grande 1.939.310 ÁRIDOS 

CONCORDIA S.A. Concordia Sin CAA

TOM FRAN 1.911.153 Diego Muratori y 
Francisco Askar S.H.

Rio 
Gualeguay Sin CAA

Arroyo yuquería 
grande 1.976.395 Cechetto Matilde 

Regina Concordia Sin CAA

Cantera Don 
Bocha 2.005.906 Tonello Gerardo 

Rafael Federación Sin CAA

Río uruguay 1.841.232 Pignataro, María 
Ester

San Antonio de 
Gualeguay Sin CAA

Ascar francisco 
antonio 1.769.704 Ascar Francisco 

Antonio Gualeguay Sin CAA
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La Milagrosa-
Ibicuy 2.122.419 Miguel Pedro 

Tumbarello Ibicuy Sin CAA

Riacho carbón 
chico 2.335.706 Langbein Guiller-

mo Gustavo Victoria Sin CAA En trámite

Extracción en 
zona 2 2.321.918 Arenera del Litoral 

SRL
Zona 2 Paraná 
inferior Sin CAA En trámite

Arenera toma 
nueva SRL 2.308.640 Arenera Toma 

Nueva S.R.L.
Zona 3 Paraná 
medio Sin CAA En trámite

Extracción en 
zona 3 2.305.737 Arenera Farjat Zona 3 Paraná 

medio Sin CAA En trámite

Extracción 
de arena del 
cauce del río 
gualeguay

2.332.931 Frontera S.A. Rio Gualeguay Sin CAA En trámite

2.230.890 YPF S.A. Ibicuy Sin CAA En trámite 

2.236.255 Arenas Argentinas 
del Paraná

Río Paraná – 
cercanías al PN 
Pre Delta

Sin CAA En trámite

La finoli 2.237.186 La Porfía S.A. Colonia 
Ensayo Sin CAA En trámite

Extracción en rio 
gutierrez 2.225.987 Arenera Puerto 

Nuevo S.A. Rio Gutierrez Sin CAA En trámite

Don Carlos 1.960.272 José Pitón S.A. La Paz Sin CAA En trámite

Arenera Tala 2.094.391 Pruzzo Mario 
Rubén Rosario del Tala Sin CAA En trámite

Comas 2.136.187 CRISTAMINE S.A. Islas Sin CAA En trámite

Zorraquín 2.163.203 CRISTAMINE S.A. Ibicuy Sin CAA En trámite

La República 2.163.178 CRISTAMINE S.A. Islas Sin CAA En trámite

Gravafilt 1.173.351 GRAVAFILT S.A. Zona 3 Rio 
Paraná Sin CAA En trámite

Un dato interesante es la aclaración que realiza la Secretaría de Ambiente en esta respuesta, que 
textualmente indica: “Cabe recordar que estos datos no constituyen todos los registros de la Secretaría 
de Ambiente, sino los correspondientes a la costa del río Paraná y Gualeguay, por cuestiones de organi-
zación interna”. Esto quiere decir que la información se completa con los siguientes datos requeridos a 
la oficina que funciona en la ciudad de Concepción del Uruguay: 

Tienen CAA:

Nombre de cantera Nro de 
expediente Titular Ubicación 

Fecha de 
emisión del 
CAA

Fecha de 
vencimiento 
del CAA

SILICATOS DEL IBICUY 2.177.761
LA CHOLA II 
S.A. – Etchepare, 
Milagros

Islas del Ibicuy 2018 2020

EL MANGRULLO (can-
tera y planta de lavado) 2.230.890 YPF S.A. – 

Desidone Alfredo Islas del Ibicuy 2019 2021

SAN PEDRO (cantera y 
planta de lavado) 2.247.440 QSAND S.A. – 

Sauton Alejandro
Ruta 12 km 179.5 
Islas del Ibicuy 2019 2021
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No tienen CAA

Nombre de 
cantera /
Extracción de río

Nro de 
expediente Titular Ubicación Estado del  

CAA

Fecha de 
vencimiento 
del CAA

1.677.947 CRISTAMINE S.A. Aldea Brasilera Vencido 18/08/2012

Arroyo yuquería 
grande 1.939.310 ÁRIDOS 

CONCORDIA S.A. Concordia Sin CAA

TOM FRAN 1.911.153 Diego Muratori y 
Francisco Askar S.H. Rio Gualeguay Sin CAA

Arroyo yuquería 
grande 1.976.395 Cechetto Matilde 

Regina Concordia Sin CAA

Cantera Don 
Bocha 2.005.906 Tonello Gerardo 

Rafael Federación Sin CAA

Río uruguay 1.841.232 Pignataro, María 
Ester

San Antonio de 
Gualeguay Sin CAA

Ascar francisco 
antonio 1.769.704 Ascar Francisco 

Antonio Gualeguay Sin CAA

La Milagrsa-
Ibicuy 2.122.419 Miguel Pedro 

Tumbarello Ibicuy Sin CAA

Riacho 
carbón chico 2.335.706 Langbein Guiller-

mo Gustavo Victoria Sin CAA En trámite

Extracción 
en zona 2 2.321.918 Arenera del Litoral 

SRL
Zona 2 Paraná 
inferior Sin CAA En trámite

Arenera toma 
nueva SRL 2.308.640 Arenera Toma 

Nueva S.R.L.
Zona 3 Paraná 
medio Sin CAA En trámite

Extracción 
en zona 3 2.305.737 Arenera Farjat Zona 3 Paraná 

medio Sin CAA En trámite

Extracción de are-
na del cauce del 
río gualeguay

2.332.931 Frontera S.A. Rio Gualeguay Sin CAA En trámite

2.230.890 YPF S.A. Ibicuy Sin CAA En trámite 

2.236.255 Arenas Argentinas 
del Paraná

Río Paraná – cerca-
nías al PN Pre Delta Sin CAA En trámite

La finoli 2.237.186 La Porfía S.A. Colonia Ensayo Sin CAA En trámite

Extracción en 
rio gutierrez 2.225.987 Arenera Puerto 

Nuevo S.A. Rio Gutierrez Sin CAA En trámite

Don Carlos 1.960.272 José Pitón S.A. La Paz Sin CAA En trámite

Arenera Tala 2.094.391 Pruzzo Mario Rubén Rosario del Tala Sin CAA En trámite

Comas 2.136.187 CRISTAMINE S.A. Islas Sin CAA En trámite

Zorraquín 2.163.203 CRISTAMINE S.A. Ibicuy Sin CAA En trámite

La República 2.163.178 CRISTAMINE S.A. Islas Sin CAA En trámite

Gravafilt 1.173.351 GRAVAFILT S.A. Zona 3 Rio Paraná Sin CAA En trámite

Desde la Secretaría de Minería, en julio del 2021, la Fundación recibió el dato de que las empresas que 
se encontraban en funcionamiento a la fecha eran: YPF S.A., QSAND, MEPIL S.A. (aclarando que las tres 
tenían certificado de aptitud ambiental vigente) CATTORINI HNOS SAICFEI (con actualización del CAA 
ante SAER), LA CHOLA II S.A. (con CAA en trámite ante SAER) y CRISTAMINE S.A. (con actualización del 
CAA ante SAER). Un total de siete empresas, de las cuales adjuntó sus certificados de productor minero.
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Cantera Fecha de aprobación 

El Mangrullo (YPF S.A.) 23/05/2019

San Pedro (QSAND S.A.S.) 08/08/2019

Cattorini Hnos SAICFEI Sin fecha 

Silicatos (La Chola II S.A.) 19/12/2018

Los Monigotes (Mepil S.A.) 3/3/2021

La República (Cristamine S.A.) Sin fecha

Spahn (Cristamine S.A.) 30/3/99

Previamente, en mayo de 2020 habíamos sido informados del funcionamiento de: Cantera El Arenal, 
Ibicuy de CRISTAMINE S.A., Cno. vecinal Mazaruca Ibicuy Km 6 de ARESIL S.A., Cantera La Milagrosa 
I y II, Colonia Elias de SAN MARCOS TRADING S.A., Cantera Don Basilio, Médanos, Ibicuy de REVESIL 
S.R.L.ubicadas en su mayoría en la costa del Paraná, principalmente en los departamentos Diamante 
e Islas del Ibicuy. 

En abril de 2022, desde la Secretaría de Minería (Expte 2638117) nos informan lo siguiente:

Registro 
minero Tipo Empresa Lugar Certificado de 

aptitud ambiental

505
Planta de pro-
cesamiento / 
Cantera

YPF S.A. Islas del Ibicuy Si – hasta 28/02/2023

532 Cantera CONCRET NOR S.A. Islas del Ibicuy No 

304
Planta de 
procesamiento / 
Cantera

CATTORINI HNOS 
S.A.AI.C.F.I Diamante

Si – hasta 27/02/2024 (cantera 29) / 
No - hasta 21/11/2020 (lotes 1.5 y 1.8) 
/ No – hasta 15/06/2020 (planta de 
lavado) -  en trámites de evalua-
ción para renovación

446
Planta de 
procesamiento 
/ Cantera

CANTERA LA CHOLA 
II S.A.
SILICATOS ISLAS DEL 
IBICUY

Colón

Ibicuy
No está adjunto

53
Planta de 
procesamiento 
/ Cantera

CRISTAMINE S.A. – 
Sphan 
El Arenal VASA
La República

Salto, Diamante

Ibicuy
Ibicuy

No está adjunto

444 Cantera
SAN MARCOS 
TRADING S.A. – La 
Milagrosa

Tala, Uruguay En trámite de 
renovación

511 Cantera BRENT MINERA S.A. 
– Avril 

Colonia Elia, 
Uruguay Si – hasta 05/01/2023

s/n Cantera NRG ARGENTINA S.A. Ibicuy No está adjunto

s/n Cantera MEPIL S.A. – Los Monigotes Colón, Ubajay Si – hasta 3/3/2023

337 Cantera ARESIL S.A. Concepción del 
Uruguay, Ibicuy En trámite de renovación 

496 Planta de 
procesamiento

ARENAS ARGENTINAS 
DEL PARANA S.A. Diamante 01/12/2023
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La Secretaría de Ambiente de la Provincia respondió el 2/6/2022 -aunque de manera tardía- la Soli-
citud de Acceso a la Información presentada - con lo siguientes datos: 

 Empresa Localidad unidad productiva 
/ puerto de descarga Estado

CRISTAMINE S.A. Cantera y Planta Sphan, Aldea 
Brasilera Con requerimientos 08/04/2022

CRISTAMINE S.A. Cantera Zorraquin, Ibicuy Con requerimientos 13/04/2022 y con 
cese

CRISTAMINE S.A. Cantera Comas, Ibicuy Con requerimientos 13/04/2022 y con 
cese

CRISTAMINE S.A. Cantera y Planta La Republica, 
Ibicuy CAA 10/05/22

CRISTAMINE S.A. Planta Casuarinas y Cantera 
Cristamine, Ibicuy Con requerimientos 13/04/2022, con cese

CRISTAMINE S.A. Planta El Arenal (ex VASA) Con requerimientos 18/05/2022 con cese

Cattorini Hnos. SAICFI Cantera en Aldea Brasilera CAA 31/01/22

Cattorini Hnos. SAICFI Planta en Colonia Ensayo Con requerimientos 26/04/2022

ARESIL S.A. Cantera y Planta en El Arenal, 
Ibicuy Km 6,5

Dictamen favorable a la espera del CAA 
del Municipio

San Marcos Trading S.A. Cantera La Milagrosa II, Ibicuy Req. 15/02/2021, pedido de cese

La Chola II S.A. Cantera Silicatos del Ibicy Dictamen favorable a la espera del CAA 
del Municipio

Minera Orosmayo S.A. Cantera y planta en Medanos, 
E. Rios

Inf. Tec. con requerimientos 15/04/2022 y 
con cese preventivo

Arenas Argentinas del Paraná S.A. Diamante, E. Rios Dictamen favorable, en evaluación por 
parte de Areas Naturales Protegidas

Arenas Argentinas del Paraná S.A. Planta de Diamante CAA 22/07/21

QSAND S.A.S. Cantera San Pedro, Medanos CAA 26/01/22

YPF S.A. Cantera y planta El Mangrullo, 
Ibiucy CAA 15/10/20

CONCRET NOR S.A. Cantera San Isidro, Ibicuy 29/04/2022 se categoriza y se solicita EIA

NRG Argentina SA Cantera NRG, Ibicuy Notificada la Municipalidad de Ibicuy 
para emitir el CAA el 04/05/22



AR
EN

AS
   1

8

Lugares de extracción



AR
EN

AS
   1

9

Legislación 
de la provincia

No cabe duda de que un ambiente que no está sano tiene directa relación con una afectación en la 
vida, integridad y salud de las personas que lo habitan. La degradación y los efectos adversos del cam-
bio climático afectan el goce efectivo de los derechos humanos. 

En nuestras Constitucionales y leyes, se estableció una protección del entorno o hábitat en el que el 
ser humano se desarrolla y mejora su calidad de vida, considerando al sujeto como centro de protec-
ción. Así, la naturaleza es percibida como objeto, se la cosifica, domina, pero se la preserva a favor del 
ser humano. Esto se observa claramente en el artículo 41 de la Constitución Nacional, artículo 22 de la 
provincial y también en la ley 25.675 que protege la ‘calidad de vida’ como primer objetivo de la política 
ambiental.

Y ello tiene fundamento en la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio 
Ambiente y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (que goza de jerar-
quía constitucional por el artículo 75 inc. 22) en los cuales se ha acordado que los Estados tienen el 
deber de adoptar medidas apropiadas para asegurar el derecho a un nivel de vida adecuado, mediante 
la utilización eficaz de los recursos naturales; unido a la consagración del derecho a la salud y la mejoría 
del ambiente como acción para implementar toda actividad que lo dote de efectividad. Por su parte, 
en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, CADH) 
en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador, ley 24.658) se 
añadió el deber del Estado de promover la protección, preservación y mejoramiento del ambiente, más 
el derecho de toda persona a vivir en un ambiente sano. 

En la Opinión Consultiva 23/17 la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, Corte 
IDH), citando textualmente al Relator Especial, sobre la cuestión de las obligaciones de derechos hu-
manos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible, 
del Consejo de Derechos Humanos de la ONU, reafirma la interdependencia de los derechos humanos 
y la protección ambiental. Y, recientemente, en una sentencia en la que condenan a Argentina, profun-
dizan lo ya establecido en esta Opinión Consultiva sobre el contenido del artículo 26 de la CADH, admi-
tiendo que es posible para ellos actualizar el sentido de los derechos derivados de la Carta de la Orga-
nización de los Estados Americanos que allí fueron establecidos. Es decir, considerar concretamente el 
derecho al ambiente sano dentro de los derechos sociales, económicos y culturales (en adelante, DESC) 
protegidos por el artículo, sumándolo a otras normas del cuerpo jurídico tanto regional como interna-
cional (Protocolo de San Salvador, Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Declaración 
Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, entre otros). 

Es decir, los Estados, que en su mayoría cuentan con normas constitucionales e infra constituciona-
les, además de haber ratificado Tratados Internacionales de derechos humanos, deben permitir el goce 
efectivo del derecho al ambiente sano y los otros derechos asociados a éste a la vez que se encuentran 
obligados a generar acciones con el fin de evitar daños significativos al ambiente, bajo su jurisdicción, 
incluso por terceros. 
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Las principales normas vigentes en nuestra provincia

Bienes ambientales Normas 

Ecosistemas, corredores biológi-
cos y diversidad biológica

Artículo 85 de nuestra Carta Magna: “Los recursos naturales existentes en el te-
rritorio provincial corresponden al dominio originario del Estado entrerriano, que 
ejerce el control y potestad para su aprovechamiento, preservación, conserva-
ción y defensa. Las leyes que establezcan su disposición deben asegurar su uso 
racional y sustentable y atender las necesidades locales. La Provincia reivindica 
su derecho a obtener compensaciones del Estado nacional por los ingresos que 
éste obtenga, directa o indirectamente, por el uso y aprovechamiento de sus re-
cursos naturales. El Estado propicia por ley la creación de áreas protegidas, sobre 
la base de estudios técnicos. Reconoceel derecho de sus propietarios a recibir 
compensaciones económicas y exenciones impositivas, en su caso (…).
Ley 10.479: se establecen los objetivos generales del Sistema de Áreas Natura-
les Protegidas, en su artículo 4. 
Los corredores biológicos son áreas que conectan dos o más regiones y resultan 
indispensables para la conexión de especies y comunidades. Según la Evalua-
ción Ambiental Estratégica del Plan Integral Estratégico para la Conservación 
y Aprovechamiento Sostenible en el Delta del Paraná (PIECAS-DP): “El corredor 
de humedales y planicies de inundación que componen el ecosistema fluvial 
de los ríos Paraguay-Paraná de la Cuenca del Plata posee la biodiversidad de 
aguas continentales más importante de la Argentina y una de las más diver-
sas del mundo En particular, el área del Delta del Río Paraná (…), además de 
albergar una rica diversidad biológica, brinda un conjunto de bienes y servicios 
ambientales los cuales en las últimas décadas están siendo sometidos a una 
creciente presión debido a la intensificación del uso del territorio. De no me-
diar estrategias de gestión que articulen de manera simultánea la producción 
con la conservación, podría superarse el umbral a partir del cual la resiliencia 
de los ecosistemas presentes podría ser comprometida, poniendo en riesgo el 
potencial de los recursos naturales y culturales del área en términos pesqueros, 
turísticos, sanitarios entre otros factores de interés social y económico”.

Fuentes de agua
la Constitución cuando en su artículo 85 establece: “El agua es un recurso 
natural, colectivoy esencial para el desarrollo integral de las personas y la per-
durabilidad de los ecosistemas.”

Agua potable

También el artículo 85 instituye: “El acceso al agua saludable, potable y su 
saneamiento es un derecho humano fundamental. Se asegura a todos los 
habitantesla continua disponibilidad del recurso. El servicio público de su-
ministro de agua potable no podrá ser privatizado, a excepción del que pres-
ten las cooperativas y consorcios vecinales en forma individual o conjunta 
con el Estado provincial, los municipios, las comunas, los entes autárquicos y 
descentralizados, las empresas y sociedades del Estado. Los usuarios tendrán 
participación necesaria en la gestión.” 

Cuencas hídricas, agua superfi-
cial y subterránea

Finaliza el artículo 85 estableciendo que: “La Provincia concertará con las res-
tantes jurisdicciones el uso y aprovechamiento de las cuencas hídricas co-
munes. Tendrá a su cargo la gestión y uso sustentable de las mismas, y de los 
sistemas de humedales, que se declaran libres de construcción de obras de 
infraestructura a gran escala que puedan interrumpir o degradar la libertad 
de sus aguas y el desarrollo natural de sus ecosistemas asociados. (…)”
Las leyes N° 9.092 y N° 9.466 de los años 1997 y 2002, declaran los ríos Paraná, 
Uruguay y demás cursos de agua de la Provincia de Entre Ríos de especial in-
terés para su cuidado, conservación y aprovechamiento sostenible; y de interés 
provincial todo proyecto de recuperación o conservación en zonas aledañas a 
los ríos. 
La ley 9.485 declara al Río Paraná en el sector denominado Paraná Medio, área 
natural protegida; la ley N° 9.757 (Ley de cuencas, del Año 2007) que crea el 
“Comité de cuencas y consorcios del agua”, que debe actuar como instancia 
previa en conflictos relacionados con los recursos, “constituyéndose en el ám-
bito propicio para la búsqueda de acuerdo o conciliaciones”(arts. 4°y 6°)
La ley 9.172 y Dec. Regl. 7.547, contiene las pautas de regulación del uso, aprove-
chamiento del recurso natural constituido por las aguas subterráneas y super-
ficiales con fines económicos productivos en todo el territorio de la Provincia. 
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Acuíferos

Por debajo de la superficie de nuestra Provincia se encuentra el Acuífero 
Guaraní, compartido con otras provincias y otros países que, según el Acuer-
do sobre el Acuífero Guaraní (firmado en 2010 en San Juan y ratificado por la 
República del Paraguay en 2018 para su entrada en vigencia,) es un: “recurso 
hídrico transfronterizo que integra el dominio territorial soberano de la Re-
pública Argentina, de la República Federativa del Brasil, de la República del 
Paraguay y de la República Oriental del Uruguay que son los únicos titulares 
de ese recurso (…)”
Se pregona el no causar daños y realizar las evaluaciones de impactos am-
bientales necesarias, proveer información, instancias de cooperación, y la so-
lución amigable y equitativa de posibles conflictos sobre la base del principio 
de buena fe, y teniendo cada Parte en cuenta los derechos y los legítimos 
intereses de la otra Parte. 

Humedales

El agua es el elemento clave en este tipo de ecosistemas y puede provenir del 
mar, de los ríos, las lluvias o de napas subterráneas y define sus características 
físicas, vegetales, animales y sus relaciones, que se adaptan a las condiciones 
de inundación o de alternancia de períodos de anegamiento y sequía. Son 
ecosistemas con un enorme valor biológico, social, cultural y económico, que 
hacen posible nuestra vida en la tierra ya que depuran y filtran las aguas, son 
reservorios de agua dulce, amortiguan los impactos de las lluvias, almacenan 
más carbono que ningún otro ecosistema, aportan sedimentos y nutrientes, 
posibilitan la educación ambiental y la recreación a través del paisaje y son 
generadores de economías locales y valores culturales. 
Entre Ríos cuenta con dos sitios RAMSAR hasta el momento. Uno es el Pal-
mar Yatay que se ubica en los Departamentos Colón y San Salvador, “cons-
tituyendo un relicto del bioma natural en medio de campos de producción 
forestal, ganadera y agrícola. Esta Cuenca incluye una serie de tributarios en 
su porción media y alta que incluyen a los arroyos: El Ceibal, Barú, Cañada del 
Árbol Solo, El Palmar, Ubajay y La Capilla. Todos los arroyos mencionados des-
embocan en el Río Uruguay. (…) representa además una zona de arribo para 
unas 100 especies de aves migratorias y más de 200 de residentes, además 
de contar con 11 especies vegetales endémicas. Dentro del sitio se destaca la 
presencia del Parque Nacional El Palmar con 8500 ha destinadas a la conser-
vación de palmares y pastizales típicos y el Refugio de Vida Silvestre La Aurora 
del Palmar de 1300 ha destinadas al turismo educativo, ganadería extensiva 
y a la conservación, los que representan para varias especies vegetales y ani-
males el último refugio en varios cientos de kilómetros a la redonda”. Y otro, 
el compartido con la provincia de Santa Fe y la Administración de Parques 
Nacionales, llamado ‘Delta del Paraná’. Según su Plan de Manejo: “Se ubica 
en el centro de la República Argentina, en la Cuenca del río Paraná, com-
prende extensos humedales continentales de la llanura de inundación y el 
cauce principal del río Paraná en sus tramos Medio e Inferior. Su superficie 
total es de 243.16 ha e incluye dos Parques Nacionales –Pre-Delta e Islas de 
Santa Fe– y territorios pertenecientes a la jurisdicción de las provincias de 
EntreRíos y Santa Fe. El límite Sur se corresponde con el de la Sección Islas 
del departamento Diamante, provincia de Entre Ríos y el límite Norte con el 
del departamento San Jerónimo, provincia de Santa Fe. Al Este y al Oeste, el 
límite lo constituyen las barrancas y la línea de costa/ribera del Río Paraná.(…)”
No contamos con una ley de presupuestos mínimos a nivel nacional ni nor-
ma alguna que los proteja de manera general o específica en la provincia

Montes nativos y selvas 
ribereñas

El artículo 85 de nuestra Carta Magna definió que: “(…) El Estado asegura la 
gestiónsustentable y la preservación de los montes nativos, de las selvas ribe-
reñas y de las especies autóctonas, fomentando actividades que salvaguar-
den la estabilidad ecológica. El propietario de montes nativos tiene derecho 
a ser compensado por su preservación.”
Por ello, mediante la ley 10.284 se establece el ordenamiento territorial del 
bosque nativo, estableciendo que toda intervención del bosque nativo re-
quiere de un estudio de impacto ambiental previo. Para ello, se estableció 
que quedan sometidos al régimen de esta norma: “(…) todos los ecosistemas 
forestales naturales compuestos por especies arbóreas nativas maduras, con 
diversas especies de flora y fauna asociados, en conjunto con el medio que 
los rodea, suelo, subsuelo, atmósfera, clima, recursos hídricos, conformando 
una trama independiente con características propias y múltiples funciones 
que en su estado natural le otorgan al sistema una condición de equilibrio 
dinámico y que brindan a la sociedad servicios ambientales, además de los 
recursos naturales con posibilidades de utilización económica. Están com-
prendidos en esta definición los bosques nativos de origen primario, donde 
no interviene el hombre como aquellos deorigen secundario formados luego 
de un desmonte, así como aquellosresultantes de una recomposición o res-
tauración natural”
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suelo, el aire, la flora y la fauna

El artículo 85 cierra con la mención del suelo de esta manera: “El suelo es 
un recurso natural y permanente de trabajo, producción y desarrollo. El 
Estado fomenta su preservación y recuperación, procura evitar la pérdida de 
fertilidad, degradación y erosión, y regula el empleo de las tecnologías de 
aplicación para un adecuado cumplimiento de su función social, ambiental 
y económica.”
Por su parte, la ley 8318 (junto al Decreto 2877/1990 y sus leyes modificato-
rias) declara de interés público y sujeto a uso y manejo conservacionista a 
los suelos de la Provincia. Asimismo, por ley 7.728 la Provincia adhirió a la Ley 
Nacional Nº 22428, de fomento a la conservación de los suelos. 
Y, respecto de la flora y la fauna además de las menciones a las especies 
autóctonas y prohibición de entrada de las exóticas perjudiciales que hace 
la Constitución en sus artículos 83 y 85, respectivamente, existe por Decreto 
205/1987 la Dirección de Fauna y Flora, la que dependerá de la Subsecretaría 
de Asuntos Agrarios. Además, se han creado distintas reservas naturales. Por 
ley 9509 se ha adherido a la ley nacional 22421 de Protección y Conservación 
de la Fauna Silvestre y se regulan actividades como la caza (ley 4841), la 
pesca (ley 4892) y la creación, promoción y conservación de Áreas Naturales 
Protegidas (no incluye Sitios Ramsar) a través de la ley 10479 que declara: 
“(…) de interés público a la conservación, el aprovechamiento, la preservación 
y defensa de los ambientes naturales y sus recursos, por constituir un patri-
monio natural de fundamental valor cultural e importancia socio – económi-
ca. La Secretaríade Ambiente, dependiente del Ministerio de Producción, o 
quien la sustituya en el futuro, es la Autoridad de Aplicación quedando bajo 
su jurisdicción la División de Áreas Naturales Protegidas”. 
En tanto, su decreto reglamentario incorpora elementos como la creación 
de un Consejo Asesor Provincial, la incorporación de un componente de 
comunicación y apertura a la sociedad mediante estrategias participativas, 
un mapeo provincial considerando la conectividad entre las áreas, los conte-
nidos mínimos de planes de manejo, un registro para consultores especifico, 
y la figura de guardaparques, entre otros. También, por ley 10473 se creó el 
Cuerpo de Guardaparques de Entre Ríos. 

ambiente urbano, paisajístico, 
histórico, cultural, artístico y ar-
quitectónico

Se refiere a los bienes materiales: edificios históricos, monumentos, lu-
gares, sitios, espacios, objetos, ejemplares, obras de artes, y a los bienes 
inmateriales: los usos, tradiciones, representaciones, expresiones, técnicas 
conocimientos y técnicas -junto con los instrumentos, objetos, artefactos 
y espacios culturales que les son inherentes a las comunidades- y que los 
grupos y -en algunos casos- los individuos, reconocen como parte integran-
te de su patrimonio cultural, que transmiten de generación en generación, 
siendo recreado constantemente por las comunidades y grupos en función 
de su entorno, su interacción con la naturaleza y su historia. Así se infunde 
un sentimiento de identidad y continuidad, contribuyendo a promover el 
respeto de la diversidad cultural y la creatividad humana.
El patrimonio urbanístico, por otro lado, se refiere a las condiciones de 
ocupación del suelo y del espacio que pretende lograr un equilibrio entre 
las actividades y asentamientos humanos concurrentes con la preservación 
del ambiente y el desarrollo urbano; lo que intenta conducir a determinar 
el cuadro de intervención y las modalidades de reglamentación de toda la 
ocupación del suelo y del espacio. 

LEGISLACIÓN MINERA 

1.	 La ley ¨madre¨ que da inicio a toda la legislación entrerriana es la ley 5.005 que reglamentó las ba-
ses y clasificación de los materiales no metalíferos; y la ley 8.559 que creaba el fondo especial para 
fomento y contralor minero (derogada).

2.	 Ley 8.850 regula la adhesión de la provincia de Entre Ríos a leyes y decretos nacionales que esta-
blecen la desregulación de diversas restricciones a las actividades mineras y establece regímenes 
promocionales para las inversiones en el sector. (leyes 24196; 24224; 24228; decretos 815 y 816-92).

3.	 LEY 10158 (https://www.entrerios.gov.ar/minpro/userfiles/files/Ley%20Mineria%2010158%20E18353-
04072012Do.pdf agosto 2012) crea el Registro Único de Actividades Mineras, establece definiciones 
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y trámites que deben realizar los productores y las plantas de beneficio para poder funcionar y los 
deberes de la autoridad de aplicación. También crea el Fondo Minero de Entre Ríos; el procedi-
miento para requerir un permiso de exploración, explotación de yacimientos de sustancias mine-
rales situadas en el dominio público o privado del Estado. Asimismo, establece las normas relativas 
a las planillas de producción, la guía de tránsito de minerales y las normas de protección ambiental. 
Finalmente, se establecen las infracciones y las sanciones para el caso de incumplimiento de los 
deberes establecidos en la norma. 

4.	 DECRETO reglamentario es el Nº 4067/2014 (https://www.entrerios.gov.ar/minpro/userfiles/files/
dec%204067%20ley%20nuevos%20(1).pdf ) establece el procedimiento específico para obtener el 
permiso de explotación: 

ARTÍCULO 9º.- Disponese que la solicitud para obtener el permiso de explotación se dirigirá a 
la DIRECCIÓN DE MINERÍA u Organismo que en el futuro la remplazare, quien deberá deter-
minar si se han cumplido con todos los requisitos para el otorgamiento del respectivo permiso. 
Verificado el cumplimiento de los mismos procederá a redactar la Resolución por la cual se 
otorga el respectivo permiso, el que tendrá un plazo de vigencia de DOS (2) años, ésta deberá 
ser remitía al MINISTERIO DE PRODUCCIÓN a los efectos del ratificarlo mediante el dictado la 
Resolución Ministerial que así lo disponga. Una vez refrendada y previa acreditación de pago 
del respectivo derecho por parte del productor se le otorgara copia de la Resolución por la cual 
se le otorga el permiso definitivo.
ARTÍCULO 10º.- Determinase que la Autoridad de aplicación podrá otorgar Permisos proviso-
rios, por el término de SEIS (6) meses, para aquellos interesados en la explotación de arena, 
cuando hayan cumplimentado todos los requisitos legales, con excepción de la Declaratoria 
Nacional, que deberá estar en trámite. El productor para hacerse acreedor de este permiso 
deberá presentar certificado actualizado de la DIRECCIÓN NACIONAL DE VÍAS NAVEGABLES 
de la Nación en el que conste que el solicitante ha cumplido en tiempo y forma con la presen-
tación de todos los requisitos legales exigidos para su obtención.
Además, contiene anexos, a saber: la guía de tránsito, las planillas de permiso de extracción y 
de movimientos, etc. 
http://www.entrerios.gov.ar/produccionprimaria/index.php?codigo=84&codsubmenu=88&-
modulo=&codppal=

Por otro lado, quienes extraen minerales en la provincia deben abonar el DERECHO DE EXTRACCIÓN 
DE MINERALES; según informa ATER: “Por la extracción de arcillas, arena para construcción, arena silícea, 
caliza, canto rodado, conchilla, piedras partidas, areniscas, toscas, pedregullo calcáreo, yeso y toda otra sus-
tancia mineral fuera del ejido municipal pagará por los derechos de extracción que fije la Ley Impositiva. 
Toda Persona física o jurídica que interese explotar yacimientos minerales de tercera catego-
ría del dominio público o privado del Estado, deberá solicitar el respectivo permiso el que es-
tará sujeto al pago de los derechos de otorgamiento y de explotación que fija la Ley vigente. 
A partir de la sanción de la Ley 10158, se designó a la Dirección General de Minería de la Provincia, como au-
toridad de aplicación y es quien fija los valores, etc. Quedando ATER a cargo sólo de la recaudación del dere-
cho”.  http://www.entrerios.gov.ar/minpro/userfiles/files/mineria/a)%20LEY%20%20N%C2%BA%205_005.pdf 

En respuesta a una solicitud de acceso a la información presentada por Fundación CAUCE al Secre-
tario de Minería de la Provincia indicó que la base legal es la norma incorporada en el art. 14 de la ley 
10.158 y aclaró que la percepción está a cargo de ATER, por aplicación del Código Fiscal y por tal motivo 
no forma parte del Fondo Minero sino de las rentas generales de la provincia, quedando fuera de la admi-
nistración y/o disposición de su Secretaría. Y adujo que no podía realizar “(…) un informe circunstanciado 
de los egresos del fondo minero desde su creación por cuanto tal información queda a cargo, con sus 
correspondientes respaldos documentales, en la Dirección de administración del Ministerio de Produc-
ción” Además, agregó que “no hay un criterio legal para determinar el canon minero en la provincia. 
Actualmente rige la resolución 017 S.M. (del 8/10/2019) desconociendo cuál fue el criterio utilizado por la 
autoridad anterior para determinar los valores establecidos”.
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Cabe recordar que La Ley Provincial N°9557, en su art. N°25 establece: Las personas físicas o jurídi-
cas que exploten minerales en dominio particular y los comercialicen o transporten el material a nombre 
propio, fuera los ejidos Municipales, abonarán en concepto de derecho de explotación, el valor que por re-
glamentación se establezca acorde al precio de mercado del mineral puesto en cantera, que extraigan,  y 
el N°26 establece: “Los productores están obligados a remitir a la autoridad de aplicación las siguientes 
planillas: 1°) De cifras mensuales de producción; dentro de los diez (10) primeros días del mes posterior al 
de las extracciones, con las cifras del movimiento mensual de extracciones, 2°) De estadísticas anual de 
producción; la cual deberá contener las cifras relacionadas con su producción (…….) Las planillas tendrán 
carácter de declaración jurada. 

Además, por RESOLUCIÓN 017 S.M. Expte Nº 2.331.956/19, del 8/10/2019 se definió que: “los montos que 
se cobran en la provincia en concepto de derechos de extracción y explotación son muy bajos no se han 
actualizado desde 1971 (sanción del decreto-ley 5005) se resuelve establecer para los derechos de extrac-
ción y explotación de minerales en dominio público o privado del estado y en el dominio particular, fuera 
de los ejidos municipales los siguientes valores: por cada metro cúbico de arena silícea $ 5,161 y por cada 
metro cúbico de arena para fracturación de pozos petroleros $ 19,11” 

 Frente a esta respuesta, consultamos ante el organismo recaudador de la provincia, ATER:

1.	 el monto del Fondo Minero de Entre Ríos -previsto en la Ley 10.158-, que ha percibido la ATER deta-
llando su composición.

2.	 los cánones que han abonado desde 2018 las personas físicas o jurídicas que se dedican a la extrac-
ción de arenas silíceas en la Provincia.

3.	 si desde la ATER se realiza algún tipo de control a los efectos de verificar la veracidad de los datos 
que las empresas, que extraen arenas silíceas en la Provincia, declaran en las Planillas que remiten 
a la Dirección de Minería, y que sirven como base para establecer el monto del tributo. Y en su caso, 
indique si se ha sometido a alguna sanción a los infractores o se han llevado a cabo procesos penales 
en su contra.  

Luego de un excesivo tiempo en responder nuestra Solicitud (presentada el día 19/07/2021 y respondi-
da el 10/6/2022), contestó específicamente sobre el punto 3 dando cuenta de algunos requerimientos de 
información que había realizado la repartición a otras instituciones tales como Intendencias y Secretaría 
de Minería, así como a las propias empresas contribuyentes a los efectos de cruzar datos. En función de 
ello, indican que hay nueve órdenes de intervención finalizadas y seis en proceso. Y que los expedientes 
generados por esas órdenes totalizan un monto de dieciocho millones ciento setenta y seis mil 
trescientos treinta y un pesos con cuarenta y dos centavos ($18.176.331,42) en concepto de impues-
to a favor del fisco.  También mencionan que una empresa, acogiéndose al Régimen de Regulari-
zación, rectifica ajustando la alícuota aplicada y que registra una deuda de un millón setecientos 
veintisiete mil ochocientos cincuenta y tres pesos con noventa y cinco centavos ($1.727.853,95). Fi-
nalmente reconoce que se ha realizado un sólo operativo en 2019 en Ibicuy y en Zárate Brazo Largo. 

Esta respuesta demuestra la ausencia de transparencia en el Gobierno de Entre Ríos sobre la recau-
dación que se genera fruto de una actividad extractiva que degrada de manera constante y creciente 
nuestros ecosistemas. Y deja a la vista la inexistencia de un control adecuado por parte del fisco de lo 
que realmente debería aportar cada empresa contribuyente. 

Saber cuánto recauda la provincia por tonelada o metro cúbico declarado de arena nos permitiría 
conocer fácilmente cuánto cuesta este mineral aquí en la provincia y cuánto al llegar a Vaca Muerta, 
con los costos logísticos que ello acarrea. 

Aún con la ausencia de estos datos, se estima que la provincia no está recaudando lo que debería; 
pues, el costo de arenas silíceas importadas variaba entre los 200 y 350 U$S por tonelada, a lo que hay 
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que sumarle un costo promedio de 100 USD por tonelada por el costo logístico y de transporte que 
implica movilizar la arena hasta la boca de pozo en la provincia de Neuquén (ITBA 2019, Secretaría de 
Política Minera 2019). Sin embargo, el veloz crecimiento de la demanda generó mayores estímulos para 
la extracción de arenas nacionales que, actualmente, resultan mucho más competitivas en precio que 
las importadas, alcanzando 150 y 250 US$ por tonelada en boca de pozo, es decir US$ 200 menos en 
promedio que las importadas (https://opsur.org.ar/2022/03/04/mineria-y-fracking-la-frontera-de-vaca-
muerta-se-extiende-a-rio-negro/). 

Dentro del municipio de Ibicuy, y según los últimos datos relevados, las empresas declaran despa-
char por día, a través de camiones bateas, 4000 toneladas de arena que tienen como destino final la 
localidad de Añelo (Neuquén). En otras palabras, desde Ibicuy salen aproximadamente 250 camiones 
diarios que permiten fracturar y extraer hidrocarburos en Vaca Muerta.  Ahora bien, en términos econó-
micos, y solo por dar un ejemplo, ¿cuánto le queda a Ibicuy?. Del valor total que transporta cada camión 
(aproximadamente US$ 6000 si tenemos como referencia el valor de la arena en US$200) el municipio 
recibe por tasa municipal 4 dólares por camión, es decir $800, algo así como tres botellas de coca-cola 
por camión, que van a las arcas fiscales del municipio.  Los ingresos fiscales por los derechos de extrac-
ción de este recurso natural no renovable constituye el 9% de los ingresos anuales, y si bien a primera 
vista parecen caudalosos son insuficientes si analizamos las transformaciones del municipio y los daños 
socioambientales que genera la actividad. De acuerdo con los datos relevados, la Municipalidad de Ibi-
cuy para este año pronostica  transportar más de 1.250.000 toneladas de arena a la Cuenca Neuquina, 
el equivalente a todo lo producido a nivel nacional en 2018. Pero, más allá del récord de producción, es 
indispensable que los gobiernos consideren los costos sociales y ambientales de esta actividad.

Municipalidad de Ibicuy 2020 2021 2022

Recursos Corrientes (nacionales y municipales) $162.415.182 $222.924.621 $389.119.469

Extracción de Arena y tierra $18.000.000 $23.400.000 36.950.000

Porcentaje de la tasa municipal sobre el total 
recaudado 11% 10,4% 9,4%

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos del Cálculo de Recursos Analíticos 2020, 2021 y 2022.

EL PROCEDIMIENTO DE EVALUACIÓN DE IMPACTO AMBIENTAL
La EIA se trata de un instrumento de política ambiental receptado en los artículos 11, 12 y 13 de la ley 

general del ambiente 25.675 (norma fundamental del ordenamiento jurídico ambiental nacional que 
establece los presupuestos mínimos para el logro de una gestión sustentable y adecuada del ambien-
te, la preservación y protección de la diversidad biológica y la implementación del desarrollo sustenta-
ble) y, en nuestro ordenamiento local en el decreto 4977/09 y su modificatorio, 3498/16. 

Su principal objetivo es prevenir que obras o actividades provoquen daños significativos a los ecosis-
temas y/o en la salud y calidad de vida de las poblaciones. Por esa razón es que el acceso a la informa-
ción, la evaluación por autoridades y por las comunidades, a través de la participación ciudadana, debe 
llevarse a cabo necesariamente de manera previa al comienzo de ejecución de actividades.  

En nuestra provincia, los decretos mencionados establecen: 
 

•	 “Ningún emprendimiento ó actividad que requiera de un Estudio de Impacto Ambiental (EsIA) podrá 
iniciarse hasta tener el mismo  aprobado, por la Autoridad de Aplicación” (art. 2, decreto 4977/09)

•	 “Quienes pretendan  desarrollar actividades encuadradas como Categorías 2 ó 3 deberán tramitar y  
obtener el CERTIFICADO DE APTITUD AMBIENTAL, para su funcionamiento” (art. 23 decreto 4977/09) 
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•	 “Prohíbase el  inicio de la ejecución de los proyectos hasta que los mismos cuenten con todas las  ha-
bilitaciones, permisos, certificaciones, autorizaciones, y los certificados  ambientales emitidos por cada 
una de las autoridades de aplicación creadas en las  respectivas leyes especiales” (art. 9 decreto 3498/16).

Es decir, no es factible que se comience a producir o desarrollar determinada actividad, sin haber obte-
nido de manera previa el certificado de aptitud ambiental; o se continúe, luego de vencido el mismo.

 
El anexo 6 del Decreto 4977/09 indica que la actividad de extracción de arenas silíceas califica como es-

tándar 2 (actividades 141.3), es decir, de mediano impacto ambiental; con lo cual, las empresas deberán 
presentar Estudio de Impacto Ambiental y el cuerpo técnico de la Secretaría de Ambiente analizarla y evaluar-
la y, según artículo 21, emitir finalmente una Resolución “en la que manifieste taxativamente la Aprobación 
ó No Aprobación del Estudio de Impacto Ambiental, con las consideraciones que crea conveniente aportar”. 

Luego que el proceso de evaluación de impacto ambiental, en su faz técnica, concluya -con la aproba-
ción o no del Estudio de Impacto Ambiental- como indica el artículo 22, las empresas pueden “continuar 
con el trámite de habilitación ante los organismos que correspondan”. Es decir, recién después se podrán 
solicitar las demás autorizaciones en las reparticiones provinciales.

Específicamente, para las actividades mineras, la ley 10.158 establece que: “Los titulares de derechos 
mineros, previo al inicio de las actividades, deberán dar cumplimiento a los requisitos que en materia de 
protección ambiental establece el Título XIII, Sección Segunda del Código de Minería y Ley Nacional Nro. 
24.585” (art. 40) e instituye la posibilidad de sancionar con la suspensión inmediata de la actividad y la co-
municación a la autoridad competente “cuando se tuviere conocimiento de que se están realizando acti-
vidades mineras que puedan o estén causando daño a la salud o a la vida de las personas, al ambiente o a 
bienes de terceros” (art. 41). 

También la S.A.E.R. ha dispuesto mediante resolución 2185 (2/09/2021), algunos otros requisitos más en 
el proceso de evaluación de impacto ambiental para la extracción de arenas, piedra caliza, yeso, canto roda-
do y triturados pétreos: en cuanto a la inclusión de información sobre la explotación, puntualmente; sobre 
los planes de cierre, pasivos ambientales, distancias mínimas para resguardar poblaciones y la estabilidad 
del ambiente, y sobre la preparación del terreno previa aprobación del Certificado de Aptitud Ambiental, 
exigiéndoles a los consultores y proponentes otorgar el acceso a la información generada en el marco de 
sus tramitaciones. Esto ha sido dispuesto en virtud de dos razones fundamentales que indican la necesidad 
de estos especiales puntos. Por un lado, “que las inspecciones a los sitios de explotación muestran un alto 
incumplimiento en materia ambiental, especialmente en cuanto a planes de cierre y venta de suelo fértil;” 
y por otro, “que la actividad extractiva de arenas en suelo y agua de jurisdicción provincial ha mostrado un 
crecimiento exponencial en los últimos años; requiriendo instrumentos específicos para su consideración”. 

   LEY ANTIFRACKING: 
Entre Ríos fue la primera provincia en prohibir el fracking en su territorio con expresa mención en 

sus fundamentos a los artículos 22, 83 y 85 de la Constitución Provincial. Es decir, fue pionera en la 
prohibición del fracking a nivel regional y esto se debe en gran medida, a la acción colectiva de dife-
rentes organizaciones socioambientales y vecinos de diferentes localidades que, mediante  protestas, 
acciones legales y judiciales construyeron un andamiaje institucional que restringe la técnica en todo 
el territorio.

Este accionar conjunto impactó inicialmente en el nivel municipal. Fruto de esta presión, y median-
te un efecto dominó o contagio, se logró la prohibición del método a través de sucesivas Ordenanzas 
Municipales. En efecto, entre 2013 y 2017,  37 municipios prohibieron la fractura hidráulica por los po-
sibles impactos negativos en el suelo y el agua (Novas 2018). Uno de ellos el Municipio de Ibicuy, por 
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ejemplo, que prohibió la exploración, prospección y explotación de hidrocarburos no convencionales 
mediante la utilización de la técnica fracking, a través de la Ordenanza Municipal Nº 92 del año 2014. 
Dicha presión en la arena local inició un proceso multiescalar que culminó en la sanción de la Ley Nº 
10.477/17 que prohíbe expresamente “la prospección, exploración y explotación de hidrocarburos por 
métodos no convencionales, incluyendo la técnica de fractura hidráulica”. 

Incluso el propio Gobernador Bordet (PJ) af irmó, en su discurso inaugural en la asamblea le-
gislativa, que los motivos de la restricción eran ambientales: “El agua está llamada a ser el re-
curso más importante para el futuro. Más importante que los hidrocarburos y vamos a def inir 
justamente una política para preservar este recurso. Por eso, tenemos bien en claro que hay 
cuestiones que son incompatibles con nuestros sistemas productivos y nuestros recursos natu-
rales que también alientan la promoción del turismo. Por eso, nosotros decimos con claridad 
que en el cuidado de nuestros recursos no vamos a promover durante nuestra gestión explora-
ciones no convencionales de petróleo. Decimos con claridad que no queremos fracking en Entre 
Ríos por estos cuatro años” (Apertura de sesiones legislativas, Bordet 2017)

La movilización socioambiental entrerriana fue tan importante que incidió no sólo en los lími-
tes provinciales sino también en procesos similares en Santa Fe, que prohibió el f racking en su 
Ley de Aguas, y en la República Oriental del Uruguay que estableció una ley nacional de morato-
ria de la técnica. 

A pesar de la potencia de la movilización ambiental en contra del f racking y su capacidad para 
legislar en favor de la protección del ambiente, la extracción de arena, insumo estratégico para 
la industria, comenzó a tener un auge insólito en la región modif icando los perf iles productivos 
de algunos municipios e impactando negativamente en el ambiente. A medida que el desarrollo 
masivo de Vaca Muerta cobraba impulso, los proyectos extractivos de arenas silíceas en Entre Ríos 
se multiplicaban.

Aquí surge una paradoja de Entre Ríos que, si bien limitó el f racking para proteger el ecosiste-
ma, abastece a la Cuenca Neuquina con arena sin contar con planif icación alguna del territorio, 
sin medidas de protección ambiental y participación social; haciendo caso  omiso de las mandas 
constitucionales y de las disposiciones normativas de la Ley General de Ambiente N°25.675, de le-
yes de presupuestos mínimos e incluso de leyes locales, destinando grandes espacios de nuestra 
provincia al sacrif icio de vivir y convivir con los pasivos ambientales de las actividades extractivas.

Específ icamente se establece en los dos artículos de la normativa lo siguiente: 

“Artículo 1º: De conformidad a lo ordenado por el art. 41º de la Constitución Nacional, arts. 19º, 
85º, 22º y 83º de la Constitución Provincial y al Acuerdo suscripto por Argentina sobre el Acuífero 
Guaraní, aprobado por Ley n° 26.780, se prohíben en todo el territorio de la provincia de Entre 
Ríos e islas de jurisdicción provincial, la prospección, exploración y explotación de hidrocarburos 
por fracturación hidráulica (Fracking)”

“Artículo 2º: La Provincia asume como política de Estado la obtención de energías renovables que 
garanticen el desarrollo productivo sostenible, la preservación del agua y el cuidado del Acuífero”

Entre los fundamentos del proyecto de ley aprobado se mencionaba específ icamente, luego 
de la explicación sobre el procedimiento de la fractura hidráulica que: “Se sabe que gran parte 
de ese compuesto, queda en el subsuelo, es decir, no se recupera, contaminando las napas y 
acuíferos. Gran cantidad de compuestos químicos utilizados por el “Fracking” son tóxicos, cance-
rígenos o mutagénicos. El flujo inicial de gas no convencional disminuye muy pronto, por lo cual 
es necesario perforar nuevos pozos para mantener la producción de los yacimientos.” Y hace es-
pecial mención a la denominación de territorios de sacrif icio para aquellos en los que los pasivos 
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ambientales son de carácter irreversible y que el ‘f racking’ no se ajusta a los preceptos constitu-
cionales ni nacionales ni provinciales. Asimismo, se remarca que la prioridad en el rechazo a la 
introducción del f racking en nuestra provincia es la preservación del Acuífero Guaraní.

“convertir los ecosistemas de humedales y otros de 
montes nativos en territorios de sacrificios para validar 

la exploración y explotación de arenas silíceas 
es, indirectamente, hacer fracking” 

La contradicción es enorme: por un lado, prohibir la técnica de fracking y, por otro, convertir los eco-
sistemas de humedales y otros de montes nativos en territorios de sacrificios para validar la exploración 
y explotación de arenas silíceas. Esto, indirectamente, es hacer fracking.

Entendemos que la prohibición del fracking en nuestro territorio se podría extender legislativamen-
te a limitar también, de algún modo, la extracción de arenas silíceas. Sobre todo en ecosistemas ya 
degradados por otras actividades, incluso, a otros ecosistemas con un alto valor de conservación, como 
son los humedales, por ejemplo. 

En Estados Unidos, el 7 de marzo de 2019, un juez del Condado de Winona, así como un Tribunal de 
Apelaciones de Minnesota, fallaron a favor de la legislación del condado que prohíbe la extracción de 
arenas silíceas para fines industriales, pero la mantiene para la industria de la construcción. La decisión 
de la juez de distrito que confirmó la prohibición del Condado de Winona sobre la extracción, proce-
samiento y carga de arena de fractura “(…)refirió a las amenazas a la salud pública y la seguridad, la 
fragilidad de la calidad del agua en la zona y las pruebas de daños causados por las minas de arena 
en otras zonas”; haciendo alusión a que el fundamento mismo de dicha norma es la protección de la 
salud de las poblaciones; y que fue aprobada el 22/11/2016, siendo la primera ordenanza que prohibía en 
ese país la extracción de sílice para uso en operaciones de perforación y fracking. 

Actualmente, los pueblos que habitan esos territorios destinan sus esfuerzos para replicar la prohi-
bición en los condados vecinos6.

6  Más información en: Concerned Health Professionals of New York (www.concernedhealthny.org) y Physicians for 

Social Responsibility (www.psr.org) y Fundación Heinrich Böll Ciudad de México - México y El Caribe. Compendio 

de hallazgos científicos, médicos y de medios de comunicación que demuestran los riesgos y daños del fracking 

(extracción no convencional de gas y petróleo). SEXTA EDICIÓN DICIEMBRE 2019 - Disponible en https://mx.boell.org/

sites/default/files/2019-11/Fracking_libro_2019.pdf pág. 171
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LOS IMPACTOS 
AMBIENTALES Y 
SOCIALES
Aún siendo de público conocimiento que las arenas silíceas son bienes naturales no renovables, su 

explotación pareciera no tener límite, dada  la cantidad de autorizaciones que se otorgan sin el debido 
control y la pertinente y oportuna participación ciudadana y sin brindar la información necesaria de 
manera previa, por un tiempo considerable y con las explicaciones necesarias, de los procesos y térmi-
nos técnicos. 

 Su explotación, realizada sin estudios de impactos ambientales acumulativos por zonas o ecosiste-
mas que permita planificar y regular mejor la actividad, genera un serio impacto ambiental y en la sa-
lud humana a mediano, corto y largo plazo. Además, las personas comienzan a naturalizar como parte 
de su vida diaria el tránsito de camiones sin condiciones de cubierta adecuadas para que la arena no 
se esparza, las rutas y caminos en condiciones complejas de transitabilidad, las veredas con arena seca 
o húmeda, y los accidentes. También, lamentablemente, las alergias y, a largo plazo, las enfermedades 
respiratorias que, seguramente, no se asociarán directamente a la exposición de este mineral en el aire.

En el Compendio de hallazgos científicos, médicos y de medios de comunicación que demuestran 
los riesgos y daños del fracking (extracción no convencional de gas y petróleo) se menciona que, tanto 
las actividades e infraestructuras previas (extracción de arenas y operaciones de extracción de agua), 
así como las actividades posteriores del fracking, han aumentado los riesgos para la población y los 
ecosistemas. Y, que las investigaciones sobre estos riesgos y algunos daños ya ocurridos en las aguas, 
el aire, salud y seguridad pública, valor de la propiedad, estabilidad climática, no sólo llevan tiempo 
sino que también requieren de un sinfín de procedimientos administrativos burocráticos para obtener 
algunos datos, si es que las autoridades los han recabado y procesado, pues existe un importante se-
cretismo a nivel institucional.

En este informe se menciona que “En el Norte del Medio Oeste, el auge de la extracción de sílice 
amenaza tanto la calidad del aire como la del agua. Lo anterior ha transformado las zonas rurales en 
zonas industrializadas y ha traído consigo riesgos complejos para la salud pública que aún no com-
prendemos bien. El polvo de sílice se ha identificado como un causante tanto de cáncer de pulmón 
como de silicosis. La cantidad exacta a la que se han expuesto algunas comunidades a sotavento 
sigue siendo incierta. Hasta hace poco, el centro de la minería de arena de fractura era el oeste de 
Wisconsin. Sin embargo, las minas de arena en la Cuenca de Permian, al oeste de Texas, ahora pro-
porcionan una cuarta parte del suministro total de arena de fractura en Estados Unidos. La arena 
de Texas se considera inferior a la arena de Wisconsin, ya que es resistente al aplastamiento y tiene 
una forma ideal para sostener las fracturas abiertas y permitir que el petróleo y el gas fluyan por el 
pozo. Sin embargo, la arena de Texas es hasta un 50% más barata, ya que no incurre en el costo del 
transporte ferroviario para llegar a los pozos de petróleo de la cuenca de Permian”. (pág. 169). A ello 
agregan que, “(17 de julio de 2018) Como parte de un estudio financiado por la industria, un equipo 
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de investigación evaluó de manera retrospectiva la exposición al polvo de sílice entre los trabajadores 
del sector de la arena industrial, que incluye la arena utilizada para fracking.  Los trabajadores que 
desarrollaron silicosis estuvieron significativamente más expuestos al polvo de sílice que los que no la 
desarrollaron. Los resultados mostraron una disminución en la exposición en toda la industria con el 
tiempo, impulsada en parte por el establecimiento de regulaciones en el lugar de trabajo en la déca-
da de 1970 que ayudaron a acelerar los programas de control de polvo de sílice. El ajuste por el uso de 
protección respiratoria mostró sólo reducciones modestas en las exposiciones estimadas”. (pág. 170)

Daños en la salud humana
Dado que esta actividad centra su mayor expansión y repercusión en Estados Unidos, casi la totali-

dad de la literatura hallada está disponible en inglés, lo que dificulta su comprensión para las personas 
interesadas. Por ello la recapitulación de información y las derivaciones hacia otras investigaciones que 
se hacen desde nuestro territorios respecto del fracking se basan,principalmente, en un documento 
de acceso público, hospedado en los sitios web del Concerned Health Professionals of New York (www.
concernedhealthny.org) y Physicians for Social Responsibility (www.psr.org), que reúne las conclusio-
nes de la literatura científica y médica, de reportes gubernamentales y de la industria, así como de in-
vestigaciones periodísticas. (Versión en español disponible en: http://www.opsur.org.ar/blog/2016/05/27/
compendio-cientifico-sobre-fracking/) 

De esta compilación surge de manera clara que, en la actualidad, los expertos no han encontrado 
pruebas de que el fracking -y todas las actividades extractivas asociadas- puedan llevarse a cabo de 
forma tal que no amenacen la salud humana. Las pruebas disponibles hasta la fecha indican que las 
operaciones de fracking y las extractivas asociadas plantean riesgos graves para la salud, tanto a causa 
de la contaminación del agua, como por la contaminación del aire. Puntualmente se hace referencia a:

  
1. Un estudio realizado por la Universidad de Tennessee evaluó los riesgos de inhalación de contami-
nantes riesgosos y cancerígenos que emiten varias fuentes que rodean los pozos de fracking en el lugar 
de trabajo, y descubrieron que los tanques de almacenamiento de químicos presentaban el mayor 
riesgo de cáncer. Se ha detectado benceno en muestras de orina tomadas de trabajadores de las plata-
formas de perforación en Colorado y Wyoming. El National Institute for Oc cupational Safety and Health 
señaló que los trabajadores de la industria de extracción de petróleo y gas están en riesgo de padecer 
silicosis, una enfermedad pulmonar sin cura causada por la exposición al polvo de sílice, a partir de la 
arena de sílice que se usa de manera extensiva en las operaciones de fracking (pág. 37)

2. En el Alto Medio Oeste, los residentes de Wisconsin que viven cerca de operaciones de arena de sílice para 
la industria de fracking señalaron estar expuestos al polvo y presentar problemas respiratorios. El polvo de 
sílice es una causa conocida de silicosis y cáncer de pulmón. El oeste de Texas también está atravesando un 
auge de arena para fracking —desde julio de 2007 han abierto 20 nuevas minas de arena (pág 40)

3. Los trabajos de perforación y fracking están entre los trabajos más peligrosos de la nación, con una 
tasa de mortalidad de cuatro a siete veces superior al promedio nacional. (…) La exposición al polvo de 
sílice, que está definitivamente relacionada con la silicosis y el cáncer de pulmón, fue señalada por el 
Instituto Nacional de Seguridad y Salud Ocupacional (National Institute for Occupational Safety and 
Health, NIOSH) como una amenaza particular para los trabajadores en operaciones de fracking en las 
que se utiliza arena de sílice. Al mismo tiempo, la investigación muestra que muchos trabajadores de 
yacimientos de gas, a pesar de estos serios riesgos laborales, no tienen seguro o están insuficientemen-
te asegurados y carecen de acceso a una atención médica básica. (pág. 99 y 100)

4. (1 de marzo de 2016) El antropólogo Thomas Pearson de la Universidad de Wisconsin realizó entrevis-
tas a profundidad para examinar el impacto de la minería de arena de fractura en el sentido de comu-
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nidad, calidad de vida y lugar en los residentes cercanos. Sus hallazgos indicaron que el repentino influjo de 
esta pesada industria extractiva ha menoscabado el sentido de pertenencia y lugar de los residentes y que 
estas experiencias rara vez son tomadas en cuenta por los creadores de políticas. Los residentes reportan 
“ansiedad y estrés significativos por el tráfico de camiones, ruido, contaminación lumínica e incer-
tidumbre sobre los impactos ambientales en la salud,” y angustia causada por cambios drásticos 
en paisajes familiares sobre los que no tienen control. Pearson concluyó que los políticos responsables 
deberían prestar mayor atención a la distribución desigual de beneficios y costos y “reconocer que estos 
últimos van más allá de los impactos económicos o medioambientales cuantificables”. (pág. 172)

    Calidad del aire
El material particulado (arena de sílice) que se encuentra en el aire en la zona de las canteras y de 

las plantas es altamente nocivo para el ambiente y la salud humana, configurando un serio riesgo para 
todos los seres vivos  que aspiren este aire. De no ser así, no existiría razón para que se obligue a las em-
presas a colocar barreras o cortinas forestales. 

Según hemos encontrado en publicaciones extranjeras, “La sílice es un compuesto geogénico con 
biodisponibilidad limitada. Inflige riesgos para la salud como la silicosis pulmonar y la enfermedad 
renal crónica (ERC), cuando está disponible a través de trastornos antropogénicos. En medio de pa-
tologías impuestas por la sílice, los mecanismos toxicológicos pulmonares están bien descritos, igno-
rando los mecanismos patofisiológicos renales”. (Disponible en inglés:https://www.sciencedirect.com/
science/article/pii/S0048969718325609). 

Siendo que el polvo de sílice es una causa conocida de cáncer de pulmón y silicosis, aún se descono-
ce la exposición de las comunidades situadas en la dirección del viento y los riesgos para la salud que 
derivan de vivir cerca de la minería de arena para fracking y las instalaciones que la procesan (Disponi-
ble en https://www.sciencedirect.com/science/article/abs/pii/S0048969717320041 ). Datos de monitoreo 
del aire del Departamento de Recursos Naturales de Wisconsin (DRN) mostraron que ninguna de las 63 
minas de arena activas en el estado, violaba la normatividad sobre partículas. Sin embargo, los autores 
del estudio realizado “Community airborne particulate matter from mining for sand used as hydraulic 
fracturing proppant” hicieron notar que el Estado sólo medía partículas de 10 micrones de diámetro 
o mayores. Por debajo de este diámetro, las partículas de sílice cristalina son suficientemente pe-
queñas para evitar los mecanismos naturales de depuración del organismo y pueden alojarse en 
zonas remotas de los pulmones en donde pueden iniciar cicatrización, reacciones autoinmunes 
y formación de tumores. 

Por otro lado, surge de la publicación EnergyWire (disponible en https://www.eenews.net/sto-
ries/1060020192) que evaluó los temas relativos a la exposición a sílice cristalina (cuarzo), procedente 
de la minería de arena para fracking, que es un problema para la salud de personas que habitan zonas 
aledañas y para trabajadores de la industria. Las familias que viven cerca de la explotación minera de 
arena industrial reportaron que su salud se vio afectada por la minería de arena y les preocupa que las 
compañías no están monitoreando adecuadamente en los sitios de extracción.

 
El toxicólogo Peter Thorne, presidente del Departamento de Salud Ambiental y Laboral de la Uni-

versidad de Lowa, advirtió a la Junta de Supervisores del Condado de Winneshiek sobre los impactos 
potenciales a la comunidad y los riesgos de cáncer por la exposición al sílice de la arena utilizada para las 
operaciones de fracking. Esta investigación en la cual se hizo monitoreo de aire, evaluaciones de riesgo y 
estudios de toxicología inhalatoria, se centró en los riesgos a la salud pública por minería, procesamiento 
y almacenamiento de arena (Strandberg, S. (2014, October 6). U of I researcher informs supervisors about 
frac-sand impact. Decorah Newspapers. Retrieved from http://www.decorahnewspapers.com/Content/
Home/Home/Article/U-of-I-researcher- informs-supervisors-about-frac-sand-impact/-2/-2/35735 ) 
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Un estudio del New York Medical College reevaluó los rayos X de tórax de pacientes que murieron 
a causa de diferentes problemas respiratorios por exposición al sílice y encontraron que, más del ocho 
por ciento, tuvieron silicosis sin que ésta estuviera diagnosticada (Goodwin, S. S., Stanbury, M., Wang, M.-
L., Silbergeld, E., & Parker, J. E. (2003). Previously undetected silicosis in New Jersey decedents. American 
Journal of Industrial Medicine, 44, 304-11. doi: 10.1002/ajim.10260. ). 

En el compendio de hallazgos científicos, médicos y de medios de comunicación que demuestran 
los riesgos y daños del fracking (extracción no convencional de gas y petróleo. SEXTA EDICIÓN DI-
CIEMBRE 2019 - Disponible en https://mx.boell.org/sites/default/files/2019-11/Fracking_libro_2019.pdf se 
especifican también otros datos: 

(7 de agosto de 2017)  Un equipo de la Universidad de Iowa evaluó el impacto de la extracción 
y procesamiento de arena de fractura en la concentración de partículas de material en el aire 
de las comunidades circundantes. El equipo descubrió que, en general, las concentraciones de 
partículas y sílice en 17 casas ubicadas a 800 metros de distancia de las actividades de extracción 
de arena fueron menores que las regulaciones y directrices establecidas para prevenir la silicosis, 
pero se incrementaron cuando los vientos soplaron sobre la instalación. Concluyeron que los ni-
veles de materia particulada provenientes de la extracción y procesamiento de arena de fracking 
eran “poco propensos a causar condiciones crónicas adversas para la salud”. El muestreo para 
este estudio, que tuvo lugar en 2014, no tuvo en cuenta el impacto de vivir cerca de múltiples 
operaciones de arena de grietas adyacentes. La industria en el oeste de Wisconsin se ha expan-
dido considerablemente desde entonces. (pág. 171)

(6 de noviembre de 2015)  De acuerdo con los resultados de un estudio piloto dirigido por Cris-
pin Pierce (ver entrada anterior), los niveles de partículas finas (PM2.5) no se están midiendo de 
manera adecuada cerca de las operaciones de arena de fractura. Los monitores de aire instala-
dos por Pierce y su equipo mostraron consistentemente lecturas más altas que las detecciones 
medidas por el DNR de Wisconsin.589. En algunos casos, los niveles de PM2.5 excedieron la pauta 
de la EPA de 12 microgramos por metro cúbico de aire. En una noticia adjunta, Pierce señaló que 
los datos sobre la calidad del aire en el estado provienen en gran medida de la propia industria. 
“Hasta ahora, el DNR ha seguido evitando hacer su propio monitoreo”, dijo. “El monitoreo que he 
visto hasta ahora es inadecuado. La gente no está mirando las PM2.5, y realmente deberían ser 
de fuentes imparciales”. (pág. 173)

La necesidad de monitorear la calidad del aire tiene su razón de ser en la compleja mezcla de sus-
tancias que ya se encuentran en el aire con distinta composición físico-química con diferentes fuentes 
y efectos en la salud: carbón, hidrocarburos, sílice, sulfato de amonio, nitratos, metales como el plomo, 
hierro, aluminio o cadmio, polen, microorganismos, dioxinas, plaguicidas, etc. . En este sentido, las par-
tículas finas son las que mayor efecto negativo tienen en la salud de la población y las que pueden 
llegar a los alvéolos pulmonares. “Hay que tener en cuenta que el MP generado puede permanecer 
en la atmósfera exterior durante semanas, trasladarse cientos de kilómetros y penetrar en el interior 
de los locales, hogares e instituciones a través de los sistemas de ventilación, siendo esta una de las 
principales vías de ingreso de MP en los interiores (…)”. 

Además, se debe tener en cuenta el tamaño de esas partículas en función del cual varía su peligrosi-
dad: “en relación a originar efectos sobre la salud humana y afectar la calidad del aire está comprendido 
entre 0,1 a 10 micras de diámetro ya que en general, estas partículas una vez inhaladas tienen mayor 
capacidad de penetración en el sistema respiratorio. De acuerdo al tamaño pueden penetrar y depo-
sitarse en distintas zonas del aparato respiratorio. Las partículas de 5 μm o más grandes se depositan 
en la región nasofaríngea, que es la región más alta. Las partículas de 1 a 5 μm son depositadas en la 
región traqueo-bronquiolar del pulmón, que es la región intermedia, de aquí pueden ser eliminadas 
por el moco mediante un movimiento tipo elevador a las regiones ciliadas superiores, desde donde 
se podrían eliminar por medio de estornudos o tos, y pueden pasar al tracto gastrointestinal (TGI). Las 
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partículas de 1 µm y más pequeñas penetran a los sacos alveolares de los pulmones. Estas pueden ser 
absorbidas por la sangre o bien pueden ser eliminadas a través del sistema linfático o por medio de 
macrófagos alveolares, siendo su excreción considerablemente más lenta en comparación con las par-
tículas de mayor tamaño”. 

Las consecuencias en la salud varían desde irritaciones, enfermedades infecciosas hasta cáncer pul-
monar. “Es de destacar que numerosos estudios científicos han asociado material particulado, es-
pecialmente partículas finas <2,5 μm (solas o en combinación con otros contaminantes), con varios 
problemas de salud, por lo cual estudios sobre la relación causa-efecto han sido llevados a cabo por 
diversos grupos. En estos estudios se ha asociado a las partículas finas y muy finas (<0,45 μm) con el 
asma, los síntomas respiratorios agudos, la bronquitis crónica, el deterioro pulmonar, el incremento 
de admisiones hospitalarias, el aumento de consultas en salas de emergencia por asma y la muerte 
prematura” (Andrés Porta. Erica Yanina Sánchez y Esteban Colman Lerner (coordinadores). Calidad del 
aire. Monitoreo y modelado de contaminantes atmosféricos. Efectos en la salud pública. Editorial de la 
Universidad de La Plata, 2018 – pág. 230)

   Calidad de vida
  
 Contrariamente a lo que se piensa cada vez que se instala -o está por instalarse- una cantera o plan-

ta de arenas silíceas en Entre Ríos, respecto de la calidad de vida de las personas por la inclusión laboral 
y el progreso de ese territorio, sucede que las empresas no asumen un compromiso real con las comu-
nidades, con sus derechos y necesidades. Segundo, la industria -por sí misma- no genera prosperidad 
ya que los puestos de trabajo que se abren a la mano de obra local solo incluyen tareas de limpieza, 
alimentación y señalización.

La ciudadanía sabe que la transitoria “prosperidad económica” que aseguran las empresasdepende 
de la cantidad de años que se encuentre productiva la cantera que, a excepción de aquellos cierres que 
realmente sean controlados por las autoridades provinciales y/o municipales, lo que permanecerán son 
los pasivos ambientales y los daños producidos en la salud de la población; principalmente, en quienes 
hayan sido mano de obra en esos proyectos y quienes hayan vivido lindantes a las plantas o caminos 
por donde circulan los camiones con protección inadecuada de su carga.

Para quienes viven en cercanías de una cantera o planta de procesamiento, la contaminación co-
tidiana es sonora, lumínica y visual; además, puede incluir  el uso de determinados químicos y afectar 
el agua potable y el aire que respiran,  por la volatilidad de la arena . A esto, se le asocia el tránsito de 
decenas de camiones pesados que contribuye a la contaminación del aire con polvo de sílice y al des-
mejoramiento y rotura de los caminos internos y rutas provinciales y nacionales. 

Los medios de prensa locales presentan a estas canteras de arena y planta de tratamiento como 
una gran oportunidad para generar fuentes de trabajo. De la misma forma, los gobiernos provincial y 
municipal, aunque los cánones que reciban no sean suficientes. 
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Daños ambientales

   Extracción de río
Según los investigadores científicos Martín Blettler y Luis Espinola “Los impactos ambientales de la 

extracción de arena en ríos pueden ser directos o indirectos. Los impactos directos son aquellos en los 
que la extracción del material es directamente responsable de daños en el ecosistema, por ejemplo, 
debido a la reducción o eliminación de hábitats de las llanuras aluviales. Los impactos indirectos, por 
otro lado, son aquellos deterioros en el ecosistema producto de las consecuencias subsidiarias (y mu-
chas veces impredecibles) de la extracción de arena. Por ejemplo, la remoción de sedimentos de un 
río puede alterar la morfología del cauce, la hidráulica de la corriente o el balance de sedimentos, lo 
que a su vez puede modificar las características físicas de los diferentes meso y micro-hábitats (trans-
formándolos gradualmente), modificando la composición de las especies que los habitan y el conse-
cuente funcionamiento del ecosistema. Estos tipos de impactos son difíciles de vincular directamente 
a la extracción de arena, ya que pueden requerir períodos de tiempo prolongados para emerger y 
pueden hacerlo a diferente escala espacial”.  (Informe extracción de arenas silíceas en el río Paraná 
medio. Estudio de impacto ambiental para la instalación de una planta de acondicionamiento de arena 
en Diamante, provincia de Entre Ríos – 21/12/2020). 

Además, indican que la calidad del agua se puede perturbar o alterar debido a mayores concen-
traciones de contaminantes y metales pesados (de otras actividades antrópicas) que se encontraban 
depositados o atrapados en los sedimentos y gracias a la agitación que se provoca en el fondo o cauce 
del río para la remoción de arenas, éstos se vuelven a propagar por las aguas. 

Asimismo, existen impactos en invertebrados y peces, a saber: “El aumento de la turbidez ha sido 
registrado como consecuencia de la actividad extractiva de arenas en ríos (Kondolf 1993). Cambios en 
la turbidez dados por la re-suspensión de sedimentos finos comprometen la colonización y desarro-
llo de ciertos ensambles de invertebrados bentónicos (i.e. invertebrados que habitan el fondo fluvial) 
(Brittain y Eikelan 1988). También se encontró que los sedimentos finos llenan los materiales intersti-
ciales entre los granos de arena, lo que puede llevar a una disminución dramática en la diversidad y 
densidad de taxones de los invertebrados (Duan et al. 2008, Blettler et al. 2014)” y “Los cambios físicos 
en la disponibilidad y estructura del hábitat, producto de la extracción de arenas, se han asociado 
con impactos directos e indirectos sobre los peces (Kanehl y Lyons 1992). La destrucción de las zonas 
de desove y la interferencia de la minería en las rutas migratorias puede originar una disminución de 
las poblaciones locales (Mingist y Gebremedhin 2016). Un marcado empobrecimiento de las comuni-
dades de peces ha sido atribuido a la simplificación de la configuración de las corrientes fluviales y la 
degradación de la calidad hidro-morfológica derivada de la extracción de arena. Además, al dañar 
los hábitats de desove, los sedimentos finos removilizados pueden impactar directa y negativamente 
sobre las especies de peces sensibles al limo (Brown et al. 1998). Por otro lado, los diferentes métodos 
de extracción se han relacionado con distintos impactos en los peces. Se conoce que la extracción por 
succión tiene el mayor impacto en las etapas embrionarias de los peces dado juveniles y adultos tie-
nen más probabilidades de evitar o sobrevivir el paso de una draga de succión (Harvey y Lisle 1998).”. 

También, los investigadores hacen referencia a la contaminación sonora que puede afectar la fauna 
silvestre a nivel fisiológico y demográfico, al igual que a peces, para quienes los estímulos sensoriales de 
los sonidos son fundamentales para su reproducción, alimentación y defensa. 
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    Extracción en canteras
Las consecuencias de este tipo de extracción ha sido poco estudiada y analizada hasta el momento; 

principalmente lo referido a la movilidad y migración de especies de fauna silvestre que viven y se de-
sarrollan en los ecosistemas a los que corresponden canteras de arenas silíceas. Más aún, la gravedad 
se acentúa cuando éstas irrumpen o interrumpen corredores biológicos. En los estudios de impacto 
ambiental que presentan las empresas, generalmente, se hace mención de las especies que podrían 
resultar amenazadas, pero no se identifican correctamente las mismas ni se estudia adecuadamente 
la incidencia de la actividad en su vida y desarrollo, principalmente en lo referido a su alimentación y 
reproducción. 

Por ejemplo, “Las operaciones de minería de arena en Texas están poniendo en peligro a la lagar-
tija arenosa de las dunas” (pág. 43) – “La lagartija de artemisa en el oeste de Texas está en peligro 
debido a la creciente demanda de arena de fractura. “Es realmente una nueva amenaza, y en cierto 
modo llegó de repente y tiene el potencial real de eliminar gran parte del hábitat de lagartijas si no 
se controla,” se dijo en una petición al Servicio de Pesca y Vida Silvestre de EE.UU. que instó a la insti-
tución a añadir a la lagartija de artemisa a la lista de especies en peligro de extinción. Las minas de 
arena en la Cuenca del Pérmico en el oeste de Texas ahora generan una cuarta parte del total de la 
oferta de arena de fractura de Estados Unidos. (…) (pág. 170/171)” (Concerned Health Professionals of 
New York (www.concernedhealthny.org) y Physicians for Social Responsibility (www.psr.org) y Funda-
ción Heinrich Böll Ciudad de México - México y El Caribe. Compendio de hallazgos científicos, médicos 
y de medios de comunicación que demuestran los riesgos y daños del fracking (extracción no con-
vencional de gas y petróleo. SEXTA EDICIÓN DICIEMBRE 2019 - Disponible en https://mx.boell.org/sites/
default/files/2019-11/Fracking_libro_2019.pdf)

También se provoca la degradación del suelo que, en nuestra provincia tiene una especial protec-
ción en la Constitución y se genera una importante modificación del paisaje. 
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Nuestra labor desde 
Fundación CAUCE
Monitoreo y casos testigos  

Desde 2018, el equipo de Fundación CAUCE viene trabajando en el monitoreo de esta actividad extrac-
tiva en la provincia poniendo en práctica los instrumentos de política y gestión ambiental establecidos 
en nuestra Norma Suprema y en la ley general del ambiente, también conocidas como herramientas de 
la democracia ambiental. A saber: el acceso a la información pública ambiental, la debida participación 
ciudadana y el acceso a la justicia. Este trabajo se desarrolla a partir de la idea de protección de los bienes 
ambientales de nuestros territorios por parte de la sociedad civil. Además, estamos convencidos que es 
una contradicción que Entre Ríos haya sido la primera provincia en prohibir la exploración, prospección y 
explotación de hidrocarburos no convencionales mediante fracking, a partir de un impulso ciudadano de 
rechazo a la mencionada actividad y un fuerte activismo de no licencia social; y hoy sea la principal provee-
dora del insumo más importante que se utiliza en esta técnica.

Está probado que la extracción de arenas trae consigo perjuicios graves en la salud de trabajadores y 
poblaciones aledañas, generando enfermedades como la silicosis y, a la vez, implica daños irreversibles 
en la fauna, la flora y los suelos. 

Solicitudes de Acceso a la Información Pública Ambiental

2/7/2018: presentada al Gobernador de la provincia de Entre Ríos

Información solicitada: 
Trámites iniciados por la empresa de origen belga Jan de Nul para la utilización de un predio adquirido 
en cercanías de la ciudad de Diamante y si se encuentra en trámite un proceso de evaluación de im-
pacto ambiental para la realización de alguna actividad en dicho predio.

Respuesta:
No se obtuvo respuesta en tiempo y forma. Por ello, se presentó un amparo ambiental por mora. Sen-
tencia condenatoria para la Provincia de ER quien fue obligada a entregar la información solicitada en 
el plazo de 10 días hábiles.

29/01/2019: presentada a la Secretaría de Producción de la Provincia de ER

Información solicitada: 
Trámites iniciados, documentación presentada por la empresa Arenas Argentinas S.A. para desmontar 
el predio en el que instaló su planta de procesamiento y los trámites y actos administrativos dictados 
en consecuencia para iniciar el funcionamiento de la planta.
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Respuesta:
8/02/2019: “La empresa Arenas Argentinas del Paraná S.A. no ha iniciado ningún trámite ante esta Di-
rección para la obtención del permiso de desmonte”.

18/02/2019: “(…) la Planta de la empresa ARENAS ARGENTINAS DEL PARANA S.A. ha cumplido con la 
documentación requerida por el área Minería, quedando a la espera del Certificado Ambiental emitido 
por la Secretaría de Ambiente de la Provincia, sin el cual no es posible otorgar autorización para realizar 
actividad minera en el suelo entrerriano”.

29/01/2019: presentada a la Dirección Nacional de Control de Puertos y Vías Navegables del Ministerio 
de Transporte de Nación

Información solicitada: 
Trámites y autorización solicitada por la empresa Arenas Argentinas del Paraná S.A. para realizar traba-
jos de extracción en el lecho del río Paraná entre los km 517 y 523 con el buque Alvar Nuñez Cabeza de 
Vaca.

Respuesta:
8/01/2019: que la Dirección a la fecha no había emitido acto administrativo alguno por el cual se autorice 
a la peticionante (Arenas Argentinas) a realizar trabajos de extracción en el lecho del río Paraná.

16/05/2019: presentada a Director de Minería, Medio Ambiente y Recursos Naturales del Ministerio de 
Producción de la Provincia de ER

Información solicitada: 
Listado de personas físicas o jurídicas que pretenden o se encuentran ejecutando la actividad de ex-
tracción y/o procesamiento de arenas silíceas; la ubicación donde operarían; las autorizaciones admi-
nistrativas en trámite o ya resueltas y el destino final de las arenas extraídas o procesadas, volumen 
vendidos y registros de las recaudaciones provenientes de los pagos de los derechos de otorgamiento 
y explotación.

Respuesta:
30/05/2019: se adjuntó listado de productores mineros de “explotación de canteras de dominio particu-
lar” registrados en la provincia y la estadística anual 2018 (arenas silíceas: 1.108.425 tn). Total de minerales 
extraídos: 11.492.914 – 
(9.64% son arenas silíceas)

5/11/2019: presentada al Secretario de Ambiente de la Provincia de ER

Información solicitada:
Cantidad de certificados de aptitud ambiental otorgados desde 2016 para la extracción de arenas silí-
ceas; los aspectos claves y factores ambientales principales que ha considerado para las autorizaciones 
otorgadas principalmente a las empresas que se encuentran en áreas de alta sensibilidad; las líneas 
de base ambientales que se han utilizado para autorizaciones otorgadas y el desarrollo de estudios de 
impactos acumulativos de la actividad de extracción de arenas silíceas en ER

Respuesta:
26/11/2019: sólo 5 certificados de aptitud ambiental habían sido emitidos por la SAER; mientras que exis-
tían aún 23 casos de canteras o extracciones de río en trámite (pendientes de evaluación o vencidos sus 
certificados para renovarlos). También se especificó que: “En las evaluaciones de estudios e informes 
de impacto ambiental, se considera el ordenamiento del bosque nativo de la provincia, la presencia y 
afectación de cursos de agua, con especial énfasis en programas de gestión de residuos y planes de 
cierre a fin de garantizar la no inundabilidad del terreno, la reposición de la capa fértil, revegetación 
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con especies nativas, implantación de cortinas forestales, construcción de taludes, la no afectación de 
napas freáticas, los permisos de otros organismos intervinientes, superficie y profundidad de las ex-
plotaciones de acuerdo a lo declarado y autorizado”. Además, indicó que “se están generando mapeos 
de todas las actividades declaradas en la Secretaría de ambiente con cruce de información con otros 
organismos intervinientes, denuncias y otros, a fin de identificar impactos acumulativos, regionales o 
sectoriales y que pueden oportunamente servir para evaluaciones ambientales estratégicas previstas 
en el Decreto 4977/09” 

Por su parte, Melo (desde la costa del Uruguay) respondió que “En todo el proceso de tramitación 
tendiente a obtener el Certificado de Aptitud Ambiental, éste área técnica evalúa requerimientos esta-
blecidos por el Decreto 4977/09 y criterios definidos por las autoridades técnicas, a saber: información 
fehaciente establecida en cada uno de los Anexos del decreto antes mencionado, ordenamiento te-
rritorial, afectación a los cuerpos de agua, existencia de permisos y habilitaciones (habilitaciones) es-
pecíficas de la actividad y plan de cierre”. Asimismo adujo que “no se posee registro en la Unidad de 
Gestión Ambiental Río Uruguay de la existencia de líneas de base ambientales utilizadas en relación a 
las autorizaciones otorgadas y que no se posee registro (…) de Estudios de Impacto Acumulativo de la 
actividad de arena silícea en nuestra provincia”.

28/11/2019: presentada al Director de Minería de la Provincia de Entre Ríos

Solicitud:
Tomar vista de los expedientes de CRISTAMINE S.A., ARESIL S.A., REVESIL S.R.L., ARENAS ARGENTINAS 
DEL PARANÁ S.A., de SAN MARCOS TRADING S.A., LA CHOLA II S.A., YPF S.A. y QSAND S.A.S. 
Y la cantidad de certificados de productores mineros otorgados desde 2016, las ubicaciones georrefe-
renciadas y si las que han iniciado expedientes de autorización en los últimos dos meses previos cuen-
tan con CAA otorgado.

12/02/2021: presentada al Secretario de Ambiente de la Provincia de ER

Información solicitada:
En relación a la planta de beneficio lavado y clasificación de arenas silíceas de YPF S.A.: si se desarrolló 
efectivamente alguna instancia de participación ciudadana y su conclusión; si la empresa cuenta con 
las autorizaciones de uso de suelo, de la CORUFA y de áreas naturales para su instalación en el lugar y su 
respaldo documental; si se efectuaron controles de los estudios por las áreas pertinentes de ambiente, 
salud y educación en función de los productos que utilizarán en la planta, por su localización en área 
de humedales, su cercanía a una escuela y a un barrio; si se emitió CAA y si la planta ha presentado un 
plan de inicio de actividades o si es de su conocimiento que haya comenzado a ejecutar los trabajos de 
procesamiento de arenas silíceas

15/7/2021: presentada al Director de Minería de la Provincia de ER

Información solicitada:
Listado de empresas o particulares que se dediquen a la extracción de arenas silíceas; la cantidad de tn 
que se extrae y su destino; los tipos de controles y los resultados que ha obtenido y las inspecciones a 
las canteras o plantas de tratamientos realizados; cuáles son las plantas de procesamiento que se en-
cuentran en funcionamiento; el listado de empresas o particulares que hayan comenzado los trámites 
para el certificado de productor minero, cómo se fija el canon minero en la provincia indicando el pre-
cio de mercado de las arenas y el destino que se le da al Fondo minero así como las medidas que han 
adoptado desde la Dirección a efectos de controlar las Planillas de Producción y las Guías de Tránsito 
de Minerales en la Provincia.



AR
EN

AS
   3

9

Respuesta:
30/07/2021: respecto de los controles indicó “se realizan con la periodicidad pertinente en el marco de 
la disponibilidad de recursos, tanto humanos como económicos, disponibles”. Sobre las inscripciones 
como productores mineros dijo: “una vez que hayan cumplido con todos los requisitos fijados por la ley 
provincial 10.158 y normativa concordante no constituyendo dicha inscripción una autorización para 
explotar”. Además, agregó que “no hay un criterio legal para determinar el canon minero en la provin-
cia. Actualmente rige la resolución 017 S.M. (del 8/10/2019) desconociendo cuál fue el criterio utilizado 
por la autoridad anterior para determinar los valores establecidos”. Indicó también que “se han iniciado 
trabajos conjuntos con ATER, UADER, Secretaría de Minería de la Nación a los fines de implementar 
un control electrónico en conjunto de las declaraciones de producción mensual y de uso de guías de 
tránsito electrónicas de minerales”.

15/7/2021: presentada a la Secretaría de Ambiente

Información solicitada: 
Lista de empresas o particulares que se dediquen a la extracción de arenas silíceas en la provincia, sea 
de cantera o de lecho de curso de agua, su ubicación georreferenciada y el estado de sus certificados 
de aptitud ambiental. Si alguna de éstas se desarrolla en un Área Natural Protegida; nómina de plantas 
que se dediquen al procesamiento de arenas, ubicación y estado de certificado de aptitud ambiental; 
empresas o particulares que están tramitando el certificado de aptitud ambiental para la realización 
de la actividad y/o en proceso de renovación. También si la empresa Arenas Argentinas del Paraná tiene 
autorización para la extracción de arenas en el sitio comprendido entre los Parques Nacionales Islas de 
Santa Fe y Pre Delta; qué tipo de controles se han realizado en el marco de sus facultades dispuestas en 
el Decreto 4977/09 a las plantas de procesamiento de arenas existentes y a las canteras; y los organis-
mos e instituciones del Estado con las cuales se encuentra trabajando de manera coordinada, si es que 
lo está haciendo, por la actividad de extracción. Además, si ha establecido contacto con autoridades de 
jurisdicciones aledañas a la provincia con el objeto de tomar conocimiento de autorizaciones otorgadas 
para la instalación de canteras o plantas de procesamiento de arenas silíceas en dichos territorios.

15/7/2021: presentada a la Secretaría de Minería de Entre Ríos

Información solicitada: 
Lista de empresas particulares que se dediquen a la extracción de arenas silíceas en la provincia, sea 
de cantera o de lecho de curso de agua, su ubicación georreferenciada y el estado de sus certificados 
de aptitud ambiental. Si alguna de éstas se desarrolla en un Área Natural Protegida; nómina de plantas 
que se dediquen al procesamiento de arenas, ubicación y estado de certificado de aptitud ambiental; 
las empresas o particulares que están tramitando el certificado de aptitud ambiental para la realización 
de la actividad y/o en proceso de renovación.
Con qué organismos e instituciones del Estado se encuentra trabajando de manera coordinada, si es 
que lo está haciendo, para la fiscalización y control de esta actividad extractiva.

Notas presentadas:
14/02/2019: a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión RAMSAR, nota presentada en conjunto con 
Casa Río, Taller Ecologista y Fundación Ambiente y Recursos Naturales

Contenido:
Poner en conocimiento a los cuerpos especializados de la Convención el proyecto de extracción de 
arenas silíceas y sus potenciales efectos negativos en el ecosistema en el nuevo sitio RAMSAR Delta del 
Paraná. 
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30/01/2019: dirigida al Secretario de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación

Contenido:
Poner en conocimiento, para su correspondiente actuación, sobre el proyecto de extracción de arenas 
silíceas y sus potenciales efectos negativos en el ecosistema en el nuevo sitio RAMSAR Delta del Paraná 
y en el corredor biológico de los parques nacionales Pre Delta e Islas de Santa Fe.

30/01/2019: dirigida al Presidente del Directorio de la Administración de Parques Nacionales

Contenido: 
Poner en conocimiento, para su correspondiente actuación, sobre el proyecto de extracción de arenas 
silíceas y sus potenciales efectos negativos en el ecosistema en el nuevo sitio RAMSAR Delta del Paraná 
y en el corredor biológico de los parques nacionales Pre Delta e Islas de Santa Fe

30/01/2019: dirigida al Secretario de Ambiente de la Provincia de ER

Contenido:
Para que adopte medidas preventivas para garantizar la protección ambiental en función de normas 
provinciales y nacionales vigentes ante las irregularidades e ilegalidades de actuación de la empresa 
Arenas Argentinas S.A.

11/06/2019: dirigida al Secretario de Ambiente de la Provincia de ER

Contenido:
Se remitió copia de la presentación realizada en la Municipalidad de Diamante con la impugnación de 
la audiencia pública convocada para el día 13/6/2019.

31/10/2019 dirigida al Director de Minería de la Provincia de ER desde el programa Humedales sin 
Fronteras en conjunto con el programa Corredor Azul

Contenido:
Para señalar la profusa normativa protectoria de los humedales dada la autorización para ser productor 
minero a la empresa Arenas Argentinas del Paraná S.A. para el acondicionamiento y procesamiento de 
arenas silíceas en Diamante; dar cuenta de las falencias que presentan los EsIA y en la necesidad de un 
trabajo de evaluación coordinada entre las áreas de gobierno provinciales y nacionales involucradas, los 
territorios y ecosistemas implicados.

Sin respuesta. 

22/12/2021 dirigida a la Secretaria de Ambiente de la Provincia de Entre Ríos

Contenido:
Solicitarle otorgue debida participación ciudadana en el proceso de Estudio de Impacto Ambiental 
Acumulativo que la misma debe realizar por orden judicial en el marco del amparo ambiental presen-
tado por CAUCE y AGMER contra el gobierno de la provincia de Entre Ríos, la Municipalidad de Ibicuy 
y la empresa YPF S.A.

Sin respuesta.
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Procesos 
judiciales 
1.  Por denegación de acceso a la información

Fundación CAUCE elevó el 2 de julio de 2018 (expediente administrativo Nº 2136185) la correspon-
diente solicitud de acceso a información ambiental a las autoridades provinciales para saber en qué 
consistía el proyecto y cuáles eran las acciones desarrolladas por el Gobierno de Entre Ríos frente al 
avance de la iniciativa que públicamente dio a conocer la empresa ‘Arenas Argentinas del Paraná’, 
como miembro de Jan De NulGroup, líder mundial en actividades de dragado. Se requirió conocer y 
tomar vista de las autorizaciones para la explotación de arenas silíceas y consultó, particularmente, si 
el Estado activó los procedimientos sobre estudios de impacto ambiental y su eventual evaluación. Al 
no obtener respuesta en tiempo y forma se decidió recurrir a la vía judicial. El vocal de la Cámara Con-
tencioso Administrativo, Marcelo Baridón, hizo lugar a la demanda de Amparo por mora presentada 
por Fundación CAUCE, Cultura Ambiental – Causa Ecologista y emplaza al Estado provincial a dar res-
puestas, en diez días hábiles, a las consultas formuladas por la ONG.  “FUNDACIÓN CAUCE: CULTURA 
AMBIENTAL - CAUSA ECOLOGISTA C/ESTADO PROVINCIAL S/ACCION DE AMPARO POR MORA” (Expte. 
Nº 734) 

2.  Por planta de procesamiento y extracción de arena en Diamante

Fundación CAUCE, con el respaldo de la RED Delta y las organizaciones allí nucleadas, luego de una 
revisión del expediente al que se accedió gracias al amparo por mora ganado, avanzó en este caso con 
una acción de amparo que responsabilizaba tanto a la Municipalidad de Diamante, como al Gobierno 
de la Provincia de Entre Ríos y a la empresa Arenas Argentinas SA de someter a riesgo “real e inminen-
te” la “conservación y protección del ambiente del Delta del río Paraná en general y, puntualmente, 
en la zona de amortiguación del Parque Nacional Predelta, el corredor biológico que lo conecta con el 
Parque Nacional Islas de Santa Fe y con el recientemente declarado Sitio RAMSAR Delta del Paraná; así 
como en la salud de la población de Diamante y de la región”.

El accionar ilegal de la empresa se debió en primera medida a un brutal desmonte sobre la barranca 
sin ningún tipo de autorización, construyendo luego una planta industrial y comenzando, finalmente, 
a operar sin certificado de aptitud ambiental. Por ello, se reclamó que se declare nulo el Certificado de 
Aptitud Ambiental, emitido recién el 27 de diciembre por el Municipio de la Ciudad de Diamante, fir-
mado por su presidente municipal Lénico Orlando Aranda pues la falta de cualquier viso de legalidad 
del proceso administrativo de la Comuna era evidente. Por otra parte, la responsabilidad del Gobierno 
provincial se fundamentó en la falta de control para la protección del ambiente y, en particular, del Eje-
cutivo provincial, quien fue advertido oportunamente por la Secretaría Legal y Técnica sobre algunas 
de las irregularidades expuestas.    

El 25/4/2019 el juez Benedetto rechaza el amparo promovido por la Fundación. Sin embargo, EX-
HORTA al Estado provincial y a la Municipalidad de Diamante “a dar estricto cumplimiento a los pro-
cedimientos establecidos en los decretos provinciales Nº 4977/09 y 3498/16 y en el art. 11 de la LGA”; es 
decir, manda a cumplir con el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, tal como se había 
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pedido en la demanda presentada. Así las cosas, el 3/6/2019 desde la asesoría letrada se indica la nece-
sidad de realizar una audiencia pública antes de emitir un certificado de aptitud ambiental definitivo. 
Luego de realizada la audiencia pública en el mes de agosto se dejó a disposición el EsIA por varios días. 
Luego, el 15/8/2019 la empresa obtuvo el Certificado de Aptitud Ambiental. 

3.  Por planta de procesamiento de YPF en Ibicuy

Fundación CAUCE y AGMER interpusieron un amparo ambiental ante la Vocal de Cámara Valentina 
Ramírez Amable, contra el gobierno de la provincia de Entre Ríos, la Municipalidad de Ibicuy y la em-
presa YPF S.A. por su accionar y omisiones en relación a la planta de lavado y clasificación de arenas 
silíceas ubicada en el predio «El Mangrullo» en Ibicuy: 

•	 respecto del Municipio de Ibicuy se pidió que se declare la nulidad del Certificado de Aptitud Am-
biental, revocándolo en todos sus términos. 

•	 respecto al gobierno provincial, se señala que omitió controlar debidamente el proceso de evalua-
ción de impacto ambiental iniciado por la Empresa YPF S.A. 

•	 respecto de YPF por su accionar ilegal al incumplir las normas de protección ambiental y de salud y 
calidad de vida humana, al instalar su planta de lavado y clasificación de arenas en un área natural 
protegida, llamada “Reserva de los Pájaros y sus Pueblos Libres” (Ley Provincial N.º 9718.), y de ma-
nera previa a la finalización del proceso de evaluación de impacto ambiental. 

Por estas razones se pidió se le ordene a YPF S.A retirar todo lo construido en el predio «El Mangru-
llo» y la recomposición del ecosistema dañado al estado anterior a su intervención.

    Fundamentos principales:
El sitio donde YPF S.A. instaló su planta de lavado y clasificación de arenas es un área natural pro-

tegida,  dispuesta por ley provincial 9718,  es un área de humedales y bosques nativos por lo cual es 
clave mantener su integridad ecológica. En ese territorio no están permitidas las actividades mineras 
y presenta alta vulnerabilidad ambiental. Las reservas naturales están vinculadas por corredores bioló-
gicos, mediante los cuales se favorece la dinámica de flujo de biodiversidad entre un ambiente y otro. 
Es importante que las características naturales de estos sistemas se mantengan en el más alto nivel de 
inalterabilidad posible.

La empresa YPF S.A. comenzó la ejecución de su actividad sin haber finalizado el proceso de evalua-
ción de impacto ambiental. Es decir, no había obtenido aún el CERTIFICADO DE APTITUD AMBIENTAL 
cuando inició la instalación de su planta. El mismo es obligatorio a nivel nacional y provincial antes de 
iniciar cualquier actividad o proyecto que requiera de estudio de impacto ambiental, como es este caso.

YPF S.A. no ha presentado información completa sobre sus procesos y los químicos que utilizará en 
los mismos. No se ha explicitado los procesos de tratamiento de efluentes líquidos de los depósitos que 
se constituirán como diques de cola, y los efectos o consecuencias que tendrá en los ecosistemas y en 
la salud y calidad de vida de la población la utilización del producto SANUROIL (espesador).

La información que presentó del material particulado que procederá de la cantera y de la planta de 
lavado y clasificación fue insuficiente. El polvo de sílice es una causa conocida de cáncer del pulmón 
y la enfermedad de silicosis. Aún se desconoce la exposición de las comunidades situadas en la direc-
ción del viento y los riesgos para la salud que derivan de vivir cerca de la actividad extractiva de arenas 
silíceas (destinadas al fracking) y las instalaciones que la procesan. La planta se ubica en cercanías a un 
barrio y una escuela. Por eso, se solicita la aplicación del principio de precaución.

La Municipalidad de Ibicuy no cumplió con su deber de realizar una instancia de participación ciu-
dadana de acuerdo con las normas que la establecen. No proveyó la información del estudio de impac-
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to ambiental de manera abierta, pública, completa, dando a difusión la misma por distintos medios 
digitales. De esta manera obstaculizó el conocimiento de la ciudadanía entrerriana sobre este proyecto. 
Asimismo, autorizó y avaló una audiencia pública: por radio, sin diálogo entre la empresa y ciudadanía, 
que ocultó y seleccionó deliberadamente la información y las preguntas a contestar, violando así el de-
recho a la participación ciudadana en las decisiones sobre el territorio.

La Municipalidad de Ibicuy otorgó el certificado de aptitud ambiental para la planta sin fundamen-
to suficiente, sin obtener previamente el dictamen técnico favorable de la Secretaría de Ambiente de 
Entre Ríos, y sin argumentar el motivo por el cual se concedió en contra de la voluntad de su pueblo, 
cuestión que se deduce de los cuestionamientos que se realizaron desde la ciudadanía y diversas orga-
nizaciones socio-ambientales y educativas.

La provincia de Entre Ríos omitió actuar conforme a sus facultades y deberes de control de las 
actividades que tienen impactos ambientales y que suceden en su territorio. En primer lugar, dio 
visto bueno a la realización de la instancia de participación ciudadana sin que la empresa haya 
completado la información que se le solicitó desde la misma S.A.E.R. que conlleva a que el pro-
ceso de evaluación técnica no esté f inalizado. Luego no impuso sanciones a la Empresa YPF S.A. 
cuando conocía que había comenzado a ejecutar las obras sin el certif icado de aptitud ambiental. 
Asimismo, no dio intervención a áreas relevantes en este proceso: la Dirección de Áreas Natura-
les Protegidas, que depende orgánicamente de la Secretaría de Ambiente Provincial, el Consejo 
General de Educación, por ejemplo. Por último, no lleva ningún tipo de control de las actividades 
mineras extractivas de arenas silíceas que se desarrollan en nuestro territorio con altos impactos 
socio-ambientales.

    La Sentencia:
La jueza Valentina Ramírez Amable admitió la demanda de amparo ambiental y ordenó a YPF SA 

que sustituya el uso del floculante “Sanuroil 8040”, producto que utiliza la empresa para el tratamiento 
del agua, considerado nocivo y contaminante.

La magistrada estableció un plazo de 120 días de conocida la sentencia para que la empresa reem-
place ese producto, el que deberá ser compatible con las pautas que refirió la Secretaría de Ambiente 
de Entre Ríos (SAER) en la presentación del 17 de agosto de 2021. Asimismo, dispuso que, durante el 
plazo concedido para el cambio, se realicen muestreos de calidad de agua en pozo de agua, dique de 
lodos, barrio aledaño y escuela y en la frecuencia que indiquen los órganos técnicos de la SAER. «En el 
supuesto de que los muestreos dieran como resultado presencia de acrilamida (AMD) en lodos o aguas 
analizadas, se suspenderá de inmediato la actividad, debiendo la autoridad de aplicación diseñar al 
efecto el plan de contingencia que corresponda”, advirtió la jueza.

Por otra parte, estableció:  «que la SAER en concurrencia con el Municipio de Ibicuy realicen una 
campaña de divulgación periódica de los resultados de los monitoreos de calidad de aire y agua obteni-
dos, publicando los resultados y conclusiones en lenguaje llano y accesible y fácilmente disponible para 
la población en general del Municipio de Ibicuy y en especial del barrio aledaño a la planta y escuela 
(art. 6 Acuerdo de Escazú)».

La explotación que realiza YPF SA se encuentra emplazada en una zona que integra el sistema de 
humedales entrerrianos constitucionalmente protegido (art. 85 Constitución Provincial). Y, al igual que 
sucede con la Convención Ramsar -en su nivel de reconocimiento-, la protección es explícita y clara 
también a nivel constitucional local dada la importancia de estas áreas y lo que representan en térmi-
nos ecológicos para la humanidad.



AR
EN

AS
   4

4

Como se explica en la demanda, YPF S.A extrae arenas silíceas del territorio entrerriano, materia pri-
ma que se utiliza en Vaca Muerta para la extracción, mediante fractura hidráulica o fracking, de shale 
oil o petróleo de esquisto o shale gas o gas de lutita.

“La aplicación del principio precautorio, en este caso -en tanto la temática ya se encuentra en la 
agenda pública de los estados demandados- lleva a exhortar mediante este pronunciamiento al Esta-
do de Entre Ríos y al Municipal de Ibicuy a que arbitren los medios y canales conducentes a fin de eje-
cutar -prontamente- en la zona afectada, un estudio del impacto acumulativo de dichos procesos ex-
tractivos denunciados, resguardando el respeto de los presupuestos mínimos en la materia y en el que 
se dé amplia participación a las comunidades que habitan en la zona afectada”, indicó en la sentencia.

En otra parte, la jueza destacó que este estudio tenga como fin «adaptar las pautas de un desarrollo sus-
tentable que respeten al máximo posible las características de área protegida que ésta posee, y sea posible 
avanzar en la regulación y control del desarrollo social y económico ordenado y sustentable de la zona».

Es importante destacar que la jueza interpretó correctamente las características de un proceso ambien-
tal y el objeto del amparo como un macro bien que nos pertenece a todos y todas. Celebramos el rol que 
la magistratura asumió en un proceso de estas características, tanto en el devenir del proceso como en la 
producción y valoración de la prueba, ya que se dispuso de audiencias para la escucha de las partes, para 
interrogar al perito y se solicitó una prueba que no había sido considerada. 

La sentencia, con fecha de 3 de septiembre, fue apelada por YPF SA, el Estado Provincial y la Mu-
nicipalidad de Ibicuy.

CONFIRMACIÓN PARCIAL DEL SUPERIOR 
TRIBUNAL DE JUSTICIA:
El Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos confirmó parcialmente la sentencia que hizo lugar a 

la acción de amparo ambiental interpuesta por Fundación CAUCE y AGMER contra el gobierno de la 
provincia de Entre Ríos, la Municipalidad de Ibicuy y la empresa YPF S.A por la extracción y planta de 
lavado de arenas silíceas ubicada en el predio El Mangrullo de Ibicuy.

En este sentido, ordenó: “1°) realizar por YPF muestreos de calidad de agua en la modalidad sugerida 
por el perito interviniente -pozo de agua, dique de lodos, barrio aledaño y escuela- cada cuarenta y cinco 
(45) días, por el término de doce meses desde que quede firme la sentencia definitiva, y proveer a las au-
toridades de control los estudios de toxicidad de los floculantes utilizados sobre una mayor diversidad de 
organismos vivos, con una periodicidad de tres (3) meses; 2°) realizar por parte de la SAER, en concurren-
cia con el Municipio de Ibicuy, una campaña de divulgación periódica de los resultados de los monitoreos 
de calidad de aire y agua obtenidos, publicando los resultados y conclusiones en lenguaje llano y accesi-
ble y fácilmente disponible para la población en general del municipio y en especial del barrio aledaño a 
la planta y escuela; y 3°) ejecutar por parte de la SAER, con la colaboración del Municipio de Ibicuy, en un 
plazo máximo de ciento ochenta días (180) días de quedar firme este veredicto, un estudio de impacto 
acumulativo en la zona afectada por los procesos extractivos de arenas silíceas, de conformidad con los 
presupuestos mínimos en la materia y con amplia participación a las comunidades que habitan en la 
zona afectada”.

Por otro lado, se definió hacer lugar al planteo de los apelantes referido al uso del SANUROIL. Es decir, 
que este floculante no debe ser reemplazado en función de la aplicación del principio de precaución que 
realizó la sentenciante Valentina Ramirez Amable pues -según entienden- no se configuran sus presu-
puestos: la amenaza de un daño grave e irreversible, y la incertidumbre científica. Sin embargo, impone 
realizar monitoreos en las aguas y en otros organismos vivos para poder controlar el uso de este químico.
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La sentencia, dictada el 22 de octubre, con el voto mayoritario de los vocales Carlomagno, Giorgio y la 
vocal Medina, aplica el principio de prevención al obligar a realizar monitoreos y ejecutar un estudio de 
impacto ambiental acumulativo por la cantidad de canteras que se han instalado en la zona. Pun-
tualmente, resaltaron que: “Lo cierto es que estamos ante una actividad relativamente nueva en la 
zona, cuya sustentabilidad ecológica debe ser asegurada, y atento la naturaleza del bien jurídico 
protegido, se justifica un estricto seguimiento de la explotación desarrollada por la empresa code-
mandada y su contralor para la preservación y protección del ambiente. La CSJN ha establecido 
que el principio precautorio produce una obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo 
del funcionario público, y que armonizar la tutela del ambiente y el desarrollo, implica efectuar un 
juicio de ponderación razonable para la complementariedad de la tutela del ambiente con el avan-
ce el progreso, de manera que puedan disfrutarlo las generaciones futuras (Fallos 332:663), de allí 
lo acertado del monitoreo frecuente para despejar dudas, y contar con la información estadística e 
indicadores actualizados y confiables, con su consecuente puesta a disposición del público, permi-
tiendo el conocimiento, entendimiento y comprensión de la información a toda la comunidad” (del 
voto Dr. Carlomagno).

Asimismo, la vocal Medina expresó en su voto: “Se ha puesto de manifiesto en autos la apertura 
y explotación de una cantidad significativa de canteras, con lo cual, y sin que implique desconocer 
que la cuestión ha sido abordada en reuniones de trabajo por representantes de entes y jurisdiccio-
nes de distintos niveles de gobierno, lo cierto es que el crecimiento del proceso extractivo se viene 
verificando con sostenida intensidad desde hace unos años a esta parte, sin que hasta el momento 
sea dable constatar – al menos no surge en estos obrados – la concreción de un estudio que posea  
la naturaleza del propuesto, el que luce pertinente a los fines de proporcionar una aproximación al 
efecto en el ambiente que el conjunto de los emprendimientos vinculados a la actividad extractiva 
en cuestión, con su dinámica de lógica interacción y combinación de proyectos y obras asociadas a 
los mismos, están produciendo en la zona, viabilizando de este modo la adopción de decisiones gu-
bernamentales que enmarquen la actividad en un escenario de desarrollo ordenado y sustentable (…)”.

Validan también el derecho de acceso a la información por parte de la ciudadanía al considerar 
“la conveniencia de dar publicidad a la comunidad de los resultados de los monitoreos de aire y agua en 
lenguaje llano y accesible, sin que ello implique la intromisión de potestades privativas del poder ejecu-
tivo, ya que las cuestiones ambientales producen una obligación de previsión extendida y anticipatoria 
a cargo de todo el funcionariado público (Fallos: 344:251), debiendo destacarse asimismo que, tal como 
ha sido dispuesto por la sentenciante, dicha tarea ha sido encomendada a los órganos técnicos de la 
SAER y a la autoridad de aplicación municipal” (del voto Dr. Carlomagno).

Por su parte, Carlomagno resaltó el rol de los jueces al explicitar que: “(…) el particular ámbito de las 
demandas encuadradas en las prescripciones de la Ley General del Ambiente (Ley 25.675) no solo habi-
lita sino que obliga a hacer todo lo posible para adoptar las medidas necesarias para la protección del 
medio ambiente en atención a lo dispuesto en su art. 4°, el que introduce en la materia los principios de 
prevención del daño ambiental y de precaución ante la creación de un riesgo con efectos desconocidos 
y por tanto imprevisibles.”

EJECUCIÓN DE SENTENCIA:
Fundación CAUCE envió una nota a la secretaria de Ambiente de la Provincia de Entre Ríos, Ing. 

María Daniela García, para solicitarle que otorgue debida participación ciudadana en el proceso de Es-
tudio de Impacto Ambiental Acumulativo que la misma debe realizar por orden judicial en el marco del 
amparo ambiental presentado por CAUCE y AGMER contra el gobierno de la provincia de Entre Ríos, la 
Municipalidad de Ibicuy y la empresa YPF S.A.
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Al no obtener ningún tipo de respuesta, ni llamado a participación ciudadana, Fundación CAUCE 
requirió como medida pre-ejecutiva información sobre el Estudio de Impacto Ambiental Acumulativo, 
a cargo de los Estados provincial y municipal de Ibicuy, y los muestreos de calidad de agua y estudios 
de toxicidad de los floculantes utilizados que YPF debe proveer a las autoridades de control con una 
periodicidad de tres (3) meses. Asimismo, se consultó por la divulgación periódica de los resultados de 
los monitoreos de calidad de aire y agua obtenidos en lenguaje llano y accesible y fácilmente disponi-
ble para la población en general del Municipio de Ibicuy y en especial del barrio aledaño a la planta y 
escuela.

Asimismo, se solicitó que, una vez concretada tal medida y si se confirmara la ausencia de acción de 
YPF respecto de los análisis por el floculante SANUROIL y la correspondiente divulgación en lenguaje 
llano de los resultados de los monitoreos, se ordene de inmediato su cumplimiento. Y que, en caso de 
confirmarse la inexistencia del Estudio de Impacto Ambiental Acumulativo, dicte medida de no innovar 
la situación actual a fin de que las autoridades de la provincia de Entre Ríos y la Municipalidad de Ibicuy 
se abstengan de otorgar más certificados de aptitud ambiental que autoricen el funcionamiento de 
nuevas canteras de extracción de arenas silíceas en la zona, asegurando así la vigencia del principio de 
precaución que impera en la materia.

A raíz de estas peticiones; más las de los Ministerios Públicos intervinientes la jueza María Valentina 
Ramírez Amable ordenó la suspensión preventiva y precautoria de todo trámite municipal y/o provincial 
de otorgamiento, habilitación y/o renovación, de permisos de uso, certificados de aptitud ambiental y/o 
finalización de trámites de Evaluación de Impacto ambiental que se relacionen con emprendimientos 
de canteras y/o de plantas de lavado de arenas silíceas, hasta tanto se de formal finalización al Estudio 
de Impacto Ambiental Acumulativo. Además, dio plazo hasta el 15 de junio para el inicio de tareas de la 
primera etapa y para que se complete el proyecto garantizando una amplia participación ciudadana.

La sentencia, dictada el 27 de mayo, fue apelada por las demandadas. 
El 13 de agosto de 2022 el Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos dictó sentencia en función de 

las pretensiones apelatorias de las demandadas, haciendo una disquisición en torno a la decisión final 
pues estableció que no existía nulidad alguna en el proceso; luego, rechazó el recurso de apelación del 
Superior Gobierno de la Provincia de Entre Rios e hizo lugar parcialmente a los recursos de la Muni-
cipalidad de Ibicuy y de la empresa YPF S.A. Puntualmente, en su voto, el Dr. Carlomagno estableció:  
“1) Que, según surge de las constancias obrantes en la causa, recabadas frente al pedido formulado 
por Fundación Cauce atinente a la ejecución de la sentencia de amparo, el mandato inserto en el 
punto 3.3) de dicho resolutorio careció en absoluto del cumplimiento efectivo por la condenada Secre-
taría de Ambiente de la Provincia de Entre Ríos (en adelante, SAER), quien desde el 22/10/21 hasta la 
medida solicitada por la amparista el 1/4/22 no ejerció ningún acto tendiente a ejecutar el estudio de 
impacto acumulativo en la zona afectada por los procesos extractivos de arenas silíceas. Así, la jueza 
a quo luego de los pedidos de informes previos y la celebración de dos audiencias en el marco del trá-
mite posterior a la sentencia, ante la evidente mora injustificada en el cumplimiento de lo ordenado 
en la acción de amparo; ordenó la suspensión preventiva y precautoria de todo trámite municipal y/o 
provincial de otorgamiento, habilitación y/o renovación, de permisos de uso, certificados de aptitud 
ambiental y/o finalización de trámites de Evaluación de Impacto ambiental que se relacionen con em-
prendimientos de extracción de arenas silíceas y/o de plantas de lavado de arenas silíceas hasta tanto 
se concluya la confección del Estudio de Impacto Ambiental acumulativo ordenado por este STJ.” Y 
agregó: “Por una cuestión de orden expositivo, analizaré en principio la medida dictada en cuanto a 
la suspensión de todo trámite de otorgamiento y/o habilitación de permisos de uso, certificados de 
aptitud ambiental y/o finalización de trámites de Evaluación de Impacto ambiental. Reservando lo 
relativo a la renovación al punto 2) b.- siguiente. (…) En este sentido, la orden dictada por la jueza se en-
marca en el rol de control del cumplimiento de la sentencia, mediante el cual puede adoptar las pro-
videncias adecuadas para la tutela específica de las obligaciones de hacer o de no hacer (Lorenzetti, 
Ricardo Luis, “Derecho Ambiental”, Ed. Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2018, págs. 389/390). Así pues, en el 
sub lite es razonable que la magistrada, al tener a la vista la comprobada falta de acción del Gobierno 
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Provincial en cuanto a la ejecución del EIA acumulativo, haya dispuesto la suspensión preventiva y 
precautoria de trámites de otorgamiento y/o habilitación de nuevas explotaciones. Bajo tales premi-
sas, la jueza está legitimada para disponer la suspensión preventiva y precautoria tal como lo efectuó, 
por lo cual cabe rechazar el recurso de apelación incoado por el SGPER y rechazar parcialmente el 
recurso de la Municipalidad de Ibicuy, y en consecuencia confirmar parcialmente lo dispuesto en el 
punto 3 c) de la resolución puesta en crisis, en lo respectivo al otorgamiento y/o habilitación de permi-
sos de uso, certificados de aptitud ambiental y/o finalización de trámites de Evaluación de Impacto 
ambiental que se relacionen con emprendimientos de extracción de arenas silíceas y/o de plantas de 
lavado de arenas silíceas hasta tanto se concluya la confección del Estudio de Impacto Ambiental 
acumulativo. (…) Asiste razón a la codemandada, ya que su obligación respecto del EIA acumulativo 
de colaboración con la SAER fue debidamente cumplido y demostrado en las presentes. Atendiendo 
a lo antes enunciado, considero que cabe hacer lugar parcialmente al recurso de apelación de la 
Municipalidad de Ibicuy, y en consecuencia, revocar parcialmente el punto 3 incisos b) y c) de la resolu-
ción, en cuanto lo allí dispuesto no puede ser extendido a la Municipalidad de Ibicuy, en función del rol 
de colaboración enunciado en la sentencia de este STJ del 22/10/21. (…) b.-  En segundo lugar, se queja 
la demandada YPF SA, en razón de que la suspensión ordenada por la jueza en el punto 3 c) alcanza a 
los trámites de renovación de permisos de uso y certificados de aptitud ambiental, para lo cual indica 
que el Certificado de Aptitud Ambiental de la cantera y planta de lavado “El Mangrullo” se vence el 
16/10/22, habiéndose iniciado el pertinente procedimiento administrativo de renovación el 4/2/22,  por 
lo que la medida dispuesta le genera un perjuicio. Esgrime que la suspensión de la actividad de YPF 
no tiene relación con el EIA, ya que no impide su realización, y entiende que el impacto acumulativo 
debe medirse con las empresas actualmente autorizadas en marcha. (…) Por ello, corresponde hacer 
lugar al recurso de apelación de YPF SA, y en consecuencia, revocar parcialmente el punto 3 inciso c) 
de la resolución, en cuanto a la renovación de permisos de uso y/o certificados de aptitud ambiental.”

Además, otro aspecto importante de la sentencia es que la mayoría de los integrantes del STEJER 
entendió que estaba bien presentado ante la misma jueza que definió el proceso principal, el trámite 
de la ejecución de su decisión. Concretamente, el Dr. Carbonell en su voto, remarcó: “II.- En relación a la 
competencia, considero preliminarmente que para ejecutar la sentencia de amparo le corresponde a 
juez que la dictó, salvo que la parte concurra libre y voluntariamente al proceso de ejecución de sen-
tencias previsto en el código procesal civil y comercial (“Ianello, Elena Viviana en representación de su 
hijo menor M.I.F.L. C/ IOSPER s/ Acción de Amparo (Ejecución de Sentencia). Expte. Nº24184, sentencia 
del 01/10/19). (…) Al respecto, cabe señalar conforme lo establece la Ley General del Ambiente Nº25.675 
que en su artículo 32 expresa que el juez interviniente puede disponer de todas las medidas que 
sean conducentes para proteger en interés general, y su sentencia puede extenderse a cuestiones 
no sometidas expresamente por las partes. Así pues, tal norma impulsa un activismo judicial amplio 
en la materia ambiental debido a la fuerte presencia del bien común comprometido en este tipo de 
procesos, para lo cual se dota al magistrado de diversas facultades discrecionales de las cuales puede 
valerse para la protección del bien que se busca resguardar.” Y la Dra. Schumacher adicionó: “Tanto 
la admisibilidad como la procedencia de esta clase de acciones constitucionales urgentes supone 
que existen razones de premura, por lo que la opción compatible con una sentencia que admite una 
acción y permanece incumplida debe permitir seguir ese sendero, salvo que sea la persona a favor de 
quien se dictó la acción, la que recurra al sistema ordinario de ejecución de sentencias”.
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Conclusiones 
A través de este informe pretendimos dar cuenta de la situación 

de una actividad extractiva altamente nociva para los ecosistemas 
y la salud de las poblaciones. Destacamos que no se ha dado un 
debate profundo en la ciudadanía de la provincia, y más aún, en los 
territorios donde ésta se desarrolla para conocer si existe o no licen-
cia social para su realización. 

Desde los gobiernos no se han estudiado ni analizado concre-
tamente los efectos y consecuencias que la extracción de arenas 
silíceas tiene sobre la salud de las comunidades, sobre todo cuando 
las canteras se sitúan en áreas cercanas a barrios y escuelas. Tam-
poco se ha tenido en cuenta que nuestra provincia cuenta con una 
ley que prohíbe el fracking y que no se obtienen beneficios en tér-
minos económicos,  ya que no se recauda el dinero suficiente en 
función de la cantidad de toneladas que se extraen. 

Estas cuestiones evidencian un Estado ausente para la protec-
ción del ambiente y de la calidad de vida de las poblaciones. Un Es-
tado que no controla de manera adecuada esta actividad extractiva 
y que no garantiza el  debido acceso a la información pública am-
biental y los espacios necesarios para la participación ciudadana, 
considerándola como  una mera formalidad. 

Desde Fundación CAUCE entendemos que no debería prospe-
rar ningún tipo de actividad extractiva que no sea debidamente 
evaluada en sus impactos ambientales y sociales y en los que la po-
blación haya participado informada de acuerdo con los estándares 
normativos internacionales en la materia. Por ello, nuestro trabajo 
se ha centrado en la incidencia política, jurídica y judicial, en pos de 
la protección de los montes nativos, ecosistemas de humedales y la 
salud de la población. 

Agradecemos la colaboración de organizaciones, comunidades, 
de los investigadores Martín Blettler y Luis Espínola y del
politólogo y becario de CONICET Mariano Novas.
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